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SP606-2026 

Radicación No. 61098 

(Aprobado Acta No. 205) 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de junio de dos mil 

veintiséis (2026). 

 

VISTOS 

 

 Decide la Sala el recurso de impugnación especial 

interpuesto por la defensa de CARLOS SALVADOR 

ALBORNOZ GUERRERO contra la sentencia proferida por la 

Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá el 30 de junio de 

2021, por cuyo medio revocó el fallo de absolución emitido 

por el Juzgado Veintidós Penal del Circuito de la misma 

ciudad el 15 de mayo de 2020, para condenarlo como autor 

responsable de las conductas punibles de peculado por 

apropiación, fraude procesal, interés indebido en la 

celebración de contratos y obtención de documento público 

falso. 

 

HECHOS 
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De acuerdo con la acusación, el 29 de octubre de 2010, 

el por entonces representante de la Dirección Nacional de 

Estupefacientes - DNE, instauró denuncia para que se 

investigaran las presuntas irregularidades en que habría 

incurrido CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO, 

exdirector de la entidad, relacionadas con el manejo de 

bienes incautados por delitos de narcotráfico y otros conexos 

bajo administración de la misma. 

 

En desarrollo de la investigación correspondiente se 

estableció que ALBORNOZ GUERRERO fue designado como 

director de la DNE mediante Decreto 3134 del 12 de 

septiembre de 2006, cargo del que se posesionó al día 

siguiente y ejerció hasta el 31 de mayo de 2009. 

 

De igual manera, se supo que Eduardo de Praga 

Benavides Guerrero, aprovechando su amistad con CARLOS 

ALBORNOZ, habría promovido una reunión, en fecha no 

precisada, en la casa de Edgar Hernández -ya fallecido-, a la 

que asistieron Julio César Rico Cifuentes, José Antonio 

Mutis Perdomo y Mario Román. Allí, Benavides Guerrero 

propuso a Rico Cifuentes que la sociedad Capital & Business 

S.A., de la que ambos eran socios, comprara la cartera 

hipotecaria que pesaba sobre la finca “Jesús del Río” ubicada 

en el municipio de Zambrano (Bolívar), luego de lo cual 

ALBORNOZ GUERRERO les vendería o entregaría el bien por 

un valor inferior al avalúo comercial. 

 

En ese sentido se constató que, con decisión del 5 de 

marzo de 2004, dicho inmueble había sido objeto de 
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extinción del derecho de dominio por parte del Juzgado 

Segundo Penal del Circuito Especializado de Descongestión 

de Bogotá a favor del Estado por conducto del Fondo para la 

Rehabilitación, Inversión Social y la Lucha contra el Crimen 

Organizado – FRISCO, administrado por la DNE. 

 

Así mismo, que registraba una deuda con el Banco 

Ganadero, ahora BBVA Colombia, contraída por su 

propietario Luis Enrique Ramírez Murillo alias “Miky 

Ramírez”, quien había constituido garantía hipotecaria sobre 

el predio. 

 

Fue así como el 10 de diciembre de 2007, Capital & 

Business S.A. negoció la cesión del referido crédito con la 

entidad financiera y pagó por ello $1.200.000.000°°. El 29 de 

febrero de 2008 el Juzgado Décimo Civil del Circuito de 

Bogotá aceptó la cesión. 

 

Posteriormente, mediante Resolución No. 1019 del 25 

de julio de 2008, la Subdirección de Bienes de la DNE a cargo 

de Omar Figueroa Reyes, nombró como depositario 

provisional del inmueble a José Antonio Mutis Perdomo, 

socio de Capital & Business S.A. e Inveragricol S.A., función 

de la cual tomó posesión el día 28 siguiente. Luego, Mutis 

Perdomo otorgó poder a Eduardo José Benavides Rueda, hijo 

de Eduardo de Praga Benavides, para recibir el bien. 

 

El 28 de noviembre del mismo año, el Juzgado Décimo 

Civil del Circuito liquidó el crédito adquirido por la sociedad 

anónima en la cantidad de $2.730.783.136°°. 
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A finales de 2008, CARLOS ALBORNOZ GUERRERO, en 

su calidad de director de la DNE, informó mediante oficio 

dirigido a Julio César Rico Cifuentes –representante legal de 

Capital & Business S.A.— que, de conformidad con el avalúo 

comercial del inmueble “Jesús del Río” realizado por la Lonja 

Inmobiliaria de Bogotá, su precio era de $2.372.507.410°°; y 

lo ofertó a esa sociedad en dación en pago dada su calidad 

de acreedora hipotecaria. 

 

El 29 de diciembre de 2008 se suscribió la escritura 

pública 3756 en la Notaría Octava del Círculo de Bogotá por 

parte de CARLOS ALBORNOZ GUERRERO en representación 

de la DNE y Julio César Rico Cifuentes por Capital & 

Business S.A., mediante la cual se formalizó el negocio 

jurídico. 

 

No obstante, se verificó que Diego de Jesús Monroy 

Rodríguez, representante legal de la Lonja Inmobiliaria de 

Bogotá, no reconoció haber realizado el referido avalúo y 

tampoco se encontró en algún archivo oficial o particular 

copia de este. 

 

De otra parte, según informe pericial elaborado por el 

Cuerpo Técnico de Investigación - CTI de la Fiscalía General 

de la Nación, el predio “Jesús del Río” tendría un valor 

comercial de $4.442.380.745°° para la fecha de la negociación 

entre la DNE y Capital & Business S.A. 
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La escritura pública en la que se consignó el menor 

avalúo supuestamente realizado por la Lonja, se utilizó ante 

la Oficina de Instrumentos Públicos de El Carmen de Bolívar 

(Bolívar), a fin de obtener, como en efecto ocurrió el 26 de 

enero de 2009, el registro en el folio de matrícula inmobiliaria 

062-6848 de la titularidad del inmueble a nombre de Capital 

& Business S.A. 

 

Meses después, con escritura pública 2042 del 16 de 

abril de 2009 de la Notaría Sexta de Bogotá, Capital & 

Business S.A. transfirió el dominio total del bien por la 

cantidad de $1.200.000.000°° a Inveragricol S.A., razón social 

que había sido conformada, mediante instrumento público 

del 11 de enero de 2008, por Eduardo de Praga Benavides 

Guerrero, su hijo Eduardo José Benavides Rueda, Mario 

Hernando Román Calderón y José Antonio Mutis Perdomo, 

en la cual también habría tenido participación Blanca Bernal 

Mahe, esposa de CARLOS ALBORNOZ GUERRERO. 

 

Para la Fiscalía General de la Nación, el detrimento 

económico a los intereses del Estado, calculado tras 

descontar al avalúo comercial del bien inmueble elaborado 

por el CTI un 25%, según lo previsto por el artículo 1° de la 

Resolución 22 de 20081, y el valor de la liquidación del crédito 

realizada por el Juzgado Décimo Civil del Circuito, 

ascendería a $l.601.000.423, provecho ilícito que CARLOS 

ALBORNOZ obtuvo para él y sus amigos. 

 

 
1 No se identificó la entidad o autoridad la emitió.   
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ANTECEDENTES PROCESALES 

 

 1. En audiencia preliminar realizada el 12 de agosto de 

2015 ante el Juzgado Sesenta y Cinco Penal Municipal con 

función de control de garantías de Bogotá, la Fiscalía imputó 

cargos a CARLOS ALBORNOZ como presunto autor de los 

delitos de peculado por apropiación, interés indebido en la 

celebración de contratos, fraude procesal y obtención de 

documento público falso, con circunstancia de mayor 

punibilidad, artículos 288, 397 inciso 2º, 409, 453 y 58-10 

del Código Penal, que él no aceptó. 

 

 A pesar de la solicitud presentada por la fiscalía 

delegada, el imputado no fue afectado con medida de 

aseguramiento.   

 

2. Presentado el escrito de acusación, el conocimiento 

del asunto se asignó al Juzgado Veintidós Penal del Circuito 

de la misma ciudad, que presidió las audiencias de acusación, 

preparatoria y de juicio oral llevadas a cabo entre el 4 de 

febrero de 2016 y el 8 de mayo de 2020, fecha esta última en 

la que la cognoscente anunció sentido de fallo absolutorio por 

todos los cargos de la acusación. 

 

La sentencia de primera instancia se profirió el 15 de 

mayo de 2020, contra la cual interpusieron sendos recursos 

de apelación la Fiscalía, el Ministerio Público y el 

representante de la víctima Sociedad de Activos Especiales - 

SAE. 
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3. El 30 de junio de 2021, la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá profirió sentencia de segunda instancia 

por cuyo medio resolvió revocar el fallo de absolución. 

 

En su lugar, condenó a CARLOS SALVADOR 

ALBORNOZ GUERRERO como autor responsable de todos 

los delitos materia de la acusación –peculado por apropiación, 

fraude procesal, interés indebido en la celebración de contratos y 

obtención de documento público falso— a las penas de 239 

meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de derechos 

y funciones públicas por igual periodo, así como multa por 

valor equivalente a 1.951,92 s.m.l.m.v.  

 

La pena de inhabilitación, se precisó, quedaba sometida 

a lo previsto en el artículo 122 de la Constitución Política. 

 

Se negaron al procesado los mecanismos sustitutivos de 

la ejecución de la pena de prisión, ordenando su captura 

inmediata para el cumplimiento de esa sanción. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Luego de aludir a las exigencias del artículo 381 de la 

Ley 906 de 2004 para proferir condena, la juez a quo analizó 

uno a uno los delitos por los que fue acusado CARLOS 

ALBORNOZ comenzando por el de obtención de documento 

público falso respecto del cual adujo que, según la Fiscalía, 

el procesado indujo en error al Notario Octavo del Círculo de 

Bogotá para que consignara en la escritura pública 3756 del 

29 de diciembre de 2008 una falsedad, consistente en la 
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existencia de un avalúo del predio entregado en dación en 

pago realizado por la Lonja Inmobiliaria de Bogotá, a pesar 

de que esa institución no lo había hecho.  

 

Sin embargo, la prueba practicada en juicio demostró 

que no se acreditó la falsedad de dicha afirmación.  

 

Para la juzgadora, el testimonio de Diego de Jesús 

Monroy Rodríguez, presidente de la Lonja de Bogotá, en 

cambio de descartar la existencia del avalúo abrió múltiples 

posibilidades razonables sobre su elaboración. Aunque 

afirmó no haberlo realizado personalmente, reconoció que en 

esa época la Lonja sí hacía avalúos para la DNE; que la 

entidad a su cargo recibió una solicitud formal enviada por 

el propio ALBORNOZ GUERRERO; que dicha solicitud fue 

dirigida al vicepresidente Héctor José Martínez Lis; y que este 

último lo reemplazó durante los meses en que el testigo se 

encontraba fuera del país.  

 

También admitió que se había descubierto que otra 

persona, Jorge Enrique Tadeo Javier Monroy Rodríguez, 

había suplantado firmas y realizado algunos trámites en la 

Lonja sin autorización, lo que ampliaba los posibles autores 

materiales del avalúo. Estas afirmaciones, lejos de excluir la 

existencia del estudio, la hacían posible puntualizó la jueza. 

 

El testigo reconoció, además, la existencia en los 

archivos de la Lonja de documentos directamente 

relacionados con el encargo como son la orden de prestación 

de servicios del 11 de agosto de 2008; el oficio de aceptación 
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de la cotización del 3 de septiembre del mismo año; el oficio 

mediante el cual la DNE devolvió el avalúo corporativo 

solicitando su presentación independiente por cada uno de 

los predios de que daba cuenta el informe; y la factura de 

venta 0504 del 18 de noviembre de 2008, que el mismo Diego 

Monroy admitió haber firmado. 

 

Incluso, la testigo Clara Eugenia Garrido de Valdenebro, 

asesora del FRISCO, reconoció haber enviado un memorando 

al tesorero de la entidad por medio del cual remitía esa 

factura con el fin de que se girara el valor correspondiente a 

la cuenta corriente de la Lonja, por concepto de los avalúos 

de los predios rurales “Jesús del Río” 1 y 2. Además, la 

transacción bancaria fue confirmada por Carlos Andrés 

Quintero Ortiz, jefe de contabilidad de la Sociedad de Activos 

Especiales – SAE.  

 

La coherencia entre estos documentos y el testimonio 

de Monroy Rodríguez reforzaban la conclusión de que la 

Lonja sí adelantó gestiones relacionadas con el avalúo del 

predio “Jesús del Río”, de manera que la ausencia del 

documento físico no constituía prueba de su inexistencia, en 

especial, porque el mencionado testigo explicó que en 2008 

la Lonja no contaba con sistemas de archivo digital y que los 

informes de avalúo se conservaban por un máximo de dos 

años debido a limitaciones de espacio, a lo que se sumaba el 

traslado de sede ocurrido años después.  

 

Para la falladora, la Fiscalía erró al pretender que se 

tuviera por demostrada que la sola ausencia del documento 
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equivalía a su inexistencia, desconociendo que con la prueba 

documental y testimonial se acreditaron las gestiones 

formales de la DNE con la Lonja y la emisión de una factura 

por el trabajo que esta última realizó. 

 

Por ende, no se demostró que la declaración contenida 

en la escritura acerca del precio del bien fuera falsa, tampoco 

que CARLOS ALBORNOZ hubiera inducido en error al 

notario en ese aspecto, ni que hubiera existido un acto de 

engaño dirigido a obtener un documento público con 

contenido mendaz. 

 

En cuanto al fraude procesal expuso que si bien se 

probó que el titular de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de El Carmen de Bolívar (Bolívar), expidió la 

resolución 397 del 26 de enero de 2009, por medio de la cual 

se dispuso la inscripción de la escritura pública 3756 del 29 

de diciembre de 2008 en el folio de matrícula inmobiliaria 

062-0006848; al haberse establecido que la escritura no 

contenía manifestaciones falsas, tampoco podía considerarse 

que fue usada como medio fraudulento para inducir en error 

al funcionario registral. En síntesis, concluyó, la conducta 

acusada en ese punto es objetivamente atípica.   

 

Acerca del delito de peculado por apropiación, la 

juzgadora consideró que se demostró que CARLOS 

ALBORNOZ se desempeñó como director de la DNE y que 

entre sus funciones estaba disponer de los bienes y activos 

del FRISCO; al igual que el ingreso a este fondo del bien 

inmueble sobre el que se decretó por el juzgado especializado 
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la extinción de dominio del remanente de su valor, pues no 

de otra manera se habría podido transferir el dominio de la 

finca “Jesús del Río” a la sociedad Capital & Business. 

 

Empero, también se presentaba insuficiencia de prueba 

sobre la materialidad del delito porque la Fiscalía sostuvo que 

la dación en pago del predio constituyó un mecanismo para 

despojar al Estado de un bien cuyo valor real habría sido 

superior al reconocido en la escritura, sin que se acreditara 

la falsedad del avalúo legalmente exigido para la negociación, 

ni su inexistencia, por lo que el supuesto fáctico que 

pretendía sustentar la apropiación quedaba sin fundamento. 

 

Reiteró, en cambio, que la dación en pago fue 

autorizada por el juez civil competente, la obligación estaba 

debidamente liquidada y la operación se realizó dentro del 

marco legal previsto para la satisfacción de créditos 

garantizados con bienes sometidos a la extinción de dominio. 

 

Tampoco se probó que el acusado hubiera obtenido 

provecho personal, ni que hubiera actuado con la intención 

de beneficiar a un tercero de manera ilícita.  

 

Enfatizó la falladora que la Fiscalía no demostró que el 

valor del predio declarado en la escritura pública fuera 

artificialmente bajo teniendo en cuenta la diferencia entre el 

monto declarado en la escritura y el avalúo hecho por los 

arquitectos José Raúl Rodríguez Cardona y Martha Esther 

Velasco Burgos adscritos al CTI de la Fiscalía, labor pericial 

que criticó y desestimó por adolecer de múltiples defectos. 
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El dictamen, presentado en juicio por el primero de ellos, 

para la juzgadora carecía de rigor metodológico, no explicaba 

los criterios de valoración utilizados, no acreditaba 

inspección directa del predio ni estudio de mercado ajustado 

a sus condiciones específicas, y no justificaba por qué su 

valoración debía prevalecer sobre la realizada por la Lonja. 

 

La ausencia de rigor técnico, la falta de explicación 

metodológica y la desconexión con los demás elementos 

probatorios, en criterio de la falladora impedían otorgarle 

valor persuasivo, resaltando que la valoración pericial no se 

podía convertir en un mecanismo para sustituir la carga 

probatoria del ente acusador, ni ser utilizado para suplir la 

ausencia de prueba sobre la falsedad del avalúo o la 

manipulación del valor del predio. 

 

Recabó en que tampoco se probó que el acusado 

CARLOS ALBORNOZ hubiera intervenido para alterar la 

valoración del predio.  

 

Concluyó que la Fiscalía no demostró, más allá de toda 

duda razonable, que para el año 2008 el predio “Jesús del 

Rio” tuviera un valor comercial de $4.405.380.74599, lo que 

descarta la existencia de la conducta contra el erario en el 

monto $1.601.000.423 que se fijó en la acusación, 

correspondiente al “remanente luego de la cesión del predio”. 

 

Acerca del delito de interés indebido en la celebración 

de contratos la a quo consideró que no se configuraba porque, 
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reafirmó, la intervención de CARLOS ALBORNOZ se limitó a 

la suscripción de la escritura que formalizaba la dación en 

pago, en cumplimiento de una orden judicial, sin que 

existiera de por medio un proceso de selección, una 

negociación contractual o un escenario en el que pudiera 

influir para beneficiar a un particular. 

 

La Fiscalía no acreditó la existencia de un interés 

personal, directo o indirecto, ni la existencia de una 

actuación orientada por ALBORNOZ GUERRERO a favorecer 

indebidamente a la sociedad Capital & Business, sin que se 

demostrara que él o su esposa tuvieran relación alguna con 

sus socios o con la firma Inveragricol S.A., y aun a pesar de 

que no se discuta la relación de amistad del procesado con 

Eduardo de Praga Benavides. 

 

En ausencia de un acto de favorecimiento, de una 

intervención indebida o de un interés particular, el tipo penal 

no se configura, lo cual se acredita con el análisis crítico de 

la prueba pericial que confirma la tesis de la insuficiencia 

probatoria.  

 

En consideración de la a quo, las pruebas de cargo en 

el orden testimonial, valoradas en conjunto con las 

documentales y periciales, no acreditaron los hechos 

imputados y acusados por los cuales se juzgó a CARLOS 

ALBORNOZ y, por contrario, en varios aspectos refuerzan la 

versión de la defensa pues ningún testigo señaló que el 

acusado hubiera recibido beneficios personales, presionado 

a funcionarios o intervenido para alterar el valor del predio. 
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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Para el Tribunal, a fin de esclarecer la materialidad 

delictual y la responsabilidad del procesado imponía 

esclarecer las circunstancias en que se produjo la 

transacción del inmueble “Jesús del Río”, de acuerdo con los 

medios de prueba practicados. 

 

Inició por reconstruir la historia registral del predio; 

luego refirió el régimen jurídico aplicable a los bienes del 

FRISCO, las gestiones internas de la DNE en relación con el 

mencionado inmueble; y finalmente examinó la existencia o 

no del avalúo comercial que sirvió de base para la dación en 

pago. 

 

En ese orden detalló que el inmueble “Jesús del Río”, 

con matrícula inmobiliaria 062-0006848 ubicado en 

Zambrano (Bolívar), en su historial registral muestra una 

secuencia de actos que van desde el embargo inicial hasta la 

dación en pago y las posteriores ventas y desenglobes. 

 

Destacó las anotaciones: i) 13 de 1997, que registra el 

embargo a petición del Banco Ganadero S.A.; ii) 14 de 2005, 

en la que el Juzgado Segundo de Descongestión del Circuito 

de Bogotá ordenó la extinción del derecho de dominio a favor 

del Estado; iii) 15 y 16 de 2007 y 2008, que declaran el predio 

como «inminente zona de desplazamiento» y prohíben su 

enajenación; iv) 17 de enero de 2009 sobre la dación en pago 

del FRISCO a Capital & Business S.A. por $2.372.507.410; 



CUI 11001600000020150073001 

NÚMERO INTERNO 61098 

IMPUGNACIÓN ESPECIAL 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO 

15 

iv) 20 que da cuenta de la compraventa entre Capital & 

Business S.A. e Inveragricol S.A. por $ 1.200.000.000; v) 22 

y 24 relacionadas con la compraventa parcial de Inveragricol 

S.A. a Palmares del Río S.A.S y a Eduardo de Praga 

Benavides Guerrero; y vi) 26 en que se registra la liquidación 

de Inveragricol S.A. por monto superior a $700.000.000, 

siendo su único bien el inmueble en discusión, quedando 

Eduardo de Praga Benavides Guerrero con participación del 

57.09%, Mario Hernando Román Calderón el 19.25%, José 

Antonio Mutis Perdomo el 12.87% y Eduardo José Benavides 

Rueda el 10.78%65, en virtud de lo cual se dio apertura a las 

matrículas inmobiliarias 22-062-31372 y 24-062-31373. 

 

Enseguida, la Sala comparó el Decreto 1150 de 2007 

con la Resolución 23 de 2006 del Consejo Nacional de 

Estupefacientes, que según los testigos Omar Adolfo 

Figueroa, Martha Carolina Quiñones, Martha Esther 

Velásquez y Clara Eugenia Garrido, era el instructivo para la 

enajenación y administración de activos del FRISCO.  

 

Realzó que la segunda, en sus numerales 9.6. y 9.10.2, 

establecían en su orden la posibilidad de que la DNE 

promoviera la dación en pago a la DIAN y otros acreedores 

con inmuebles activos del FRISCO; y que, cuando la 

sentencia de extinción de dominio reconociera a un tercero 

de buena fe exento de culpa y declarara la extinción solo 

sobre el remanente, «el inmueble se ofrecerá en primer término 

a dicho tercero», quien tendría la opción de aceptarlo en pago 

hasta la concurrencia del monto de la obligación.  
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Mientras que el Decreto 1170 de 2008, en su artículo 

19 previó que en si en la sentencia de extinción se reconocía 

«a un acreedor como tercero de buena fe exento de culpa y 

declarado la extinción del derecho de dominio o decretado el 

comiso definitivo a favor del F.R.I.S.C.O. únicamente sobre los 

remanentes de un bien», este se podría ofrecer en primer 

término a dicho tercero, que tendrá la opción de aceptarlo «en 

pago por el valor del avalúo comercial, para la satisfacción de 

la obligación» según se dispusiera en la sentencia.  

 

Y que, de existir excedente, el mismo se debería «pagar 

a favor del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y 

Lucha contra el Crimen Organizado, F.R.I.S.C.O., antes de la 

escrituración del bien.» 

 

De lo anterior destacó la diferencia entre «se ofrecerá» y 

«se podrá ofrecer», siendo la segunda la norma vigente para 

el momento de la negociación debatida en este caso. 

 

Conclusión que reforzó con la cláusula sexta de la 

escritura pública 3756 del 29 de diciembre de 2009, en que 

se consignó que «es potestativo de la Dirección Nacional de 

Estupefacientes proceder a ofrecer al acreedor a título de 

dación en pago el bien en cuestión»; al igual que con la 

comunicación ASEF-3090-08 suscrita por CARLOS 

ALBORNOZ y dirigida al representante legal de Capital & 

Business al informarle que era “potestativo de la Dirección 

Nación de Estupefacientes proceder a ofrecer a ustedes, como 

acreedores hipotecarios reconocidos en la mencionada 

providencia, en dación en pago el bien en cuestión». 
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Acerca de las gestiones internas de la DNE, el Tribunal 

mencionó el memorando SJU-460 de 17 de mayo de 2007, 

suscrito por el coordinador de asuntos legales y contenciosos 

de la entidad, dirigido a una asesora del FRISCO, en el que 

se certificó el ingreso de la finca “Jesús del Río” a dicho fondo, 

lo cual refuta la tesis defensiva de que el bien nunca estuvo 

en poder del Estado o no ingresó formalmente al FRISCO y 

hace infundada la exigencia de esa misma parte de constatar 

tal ingreso exclusivamente con registros contables. 

 

Más aún, la cláusula segunda de la citada escritura 

3756, reza que «los inmuebles objeto de la presente dación en 

pago, son de la Nación, a través del F.R.I.S.C.O., en virtud del 

artículo 18 de la Ley 793 de 2002», elementos todos 

suficientes para acreditar la titularidad estatal del predio. 

 

Luego, refirió el Tribunal a la declaración de Martha 

Esther Velásquez Burgos, investigadora de la fiscalía, sobre 

la reconstrucción de la dinámica de la dación en pago y la 

relación con el acreedor hipotecario, quien explicó que, una 

vez decidida la dación en pago, debía adelantarse una 

actividad mancomunada con el adquirente de los derechos 

de hipoteca; esos derechos fueron, dijo, adquiridos por Julio 

César Rico Cifuentes, representante de Capital & Business 

S.A.; que este fue llamado en primera instancia para ver si 

era posible que comprara el remanente al Fondo y que, para 

ello, tuvo que negociar con el banco una deuda de 

aproximadamente $2.800 millones, ya liquidada por un 

juzgado, la cual compró en $1.200 millones; y que la DNE 
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necesitaba conocer el valor comercial del inmueble para 

establecer la diferencia entre la garantía hipotecaria y el 

remanente que sería efectivamente propiedad del FRISCO. 

 

Aludió, enseguida, a los autos del Juzgado Décimo Civil 

del Circuito de Bogotá por medio de los que se aceptó la 

cesión del crédito a favor de Capital & Business S.A., la 

liquidación de la obligación en $2.730.783.136 y la 

terminación del proceso por pago total mediante dación en 

pago, ordenando el desembargo del bien.  

 

También mencionó la Resolución 1019 de 25 de julio de 

2008, mediante la cual la DNE nombró a José Antonio Mutis 

Perdomo como depositario provisional del inmueble, y la 

Resolución 1141 de 26 de agosto de 2008, que corrigió la 

anterior en punto de la descripción del predio; y el poder 

otorgado por él a Eduardo José Benavides para recibir la 

finca.  

 

Luego, pasó examinar la existencia del avalúo comercial, 

tomando como referente el parágrafo 1º del artículo 8º del 

Decreto 1170 de 2008, norma que exige, previo a la 

enajenación, que los bienes cuenten con avalúo comercial y, 

en el caso de inmuebles, también con avalúo catastral.  

 

Al respecto, citó la escritura 3756 en la que se incluyó 

que «la administración contrató con la Lonja Inmobiliaria de 

Bogotá D.C. el avalúo del inmueble de la referencia, de fecha 

20 de octubre de 2008, cuyo valor asciende a la suma de 

$2.372.507.410», documento que según declaró la 
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investigadora Martha Esther Velásquez, a pesar de las 

diversas gestiones que realizó para obtenerlo, no lo encontró 

en la DNE, en el Ministerio de Justicia, ni en la propia Lonja 

de Bogotá, y aunque su vicepresidente, Héctor José Martínez 

Lis, indicó que en este caso debieron existir dos avalúos: uno 

englobado y otro corregido, pero ninguno de ellos fue 

encontrado.  

 

En resumen, destacó, ninguna de las partes lo 

incorporó al juicio. 

 

La Sala también analizó varios documentos tales como 

oficios, cotizaciones, copias de órdenes de prestación de 

servicios, memorandos, certificaciones bancarias; y las 

declaraciones de Diego de Jesús Monroy Rodríguez en cuanto 

fue categórico en decir que no conoció el avalúo del predio 

“Jesús del Río” y reconoció que uno de sus colaboradores en 

la Lonja falsificaba avalúos, y de Héctor José Martínez Lis 

que tampoco recordó haber suscrito ese avalúo y negó haber  

presentado cotización de este a la DNE.  

 

A partir de los anteriores, el Tribunal concluyó 

consolidada la tesis de la acusación acerca de que la 

información contenida en la cláusula segunda de la escritura 

pública 3576 del 29 de diciembre de 2008 no corresponde 

con la verdad, en sentido opuesto al fallo de primer grado que 

ignoró todos los reparos que se hicieron sobre la ilicitud de 

ese acto, lo que se colige, además, con base en el perito del 

ente acusador José Raúl Rodríguez Cardona que «incorporó 

un avalúo comercial rural del inmueble Jesús del Río con 
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retrotracción a octubre 2008 –época de la negociación-, en el 

cual determinó un valor de $4.442.380.745, cifra que difiere 

de manera significativa del peritaje que presuntamente realizó 

la Lonja Inmobiliaria de Bogotá por solo $2.372.507.410». 

 

Sobre esta prueba, la defensa cuestiona la idoneidad y 

experiencia del perito del CTI, temáticas que el Tribunal 

desestima porque sus calidades fueron avaladas por la 

juzgadora en el juicio oral, sin que en el momento oportuno 

esa parte cuestionara nada al respecto. 

 

De otro lado, las demás críticas del apoderado se 

relacionaron con i) la fecha de la caracterización del predio 

realizado por el I.G.A.C; ii) no se tuvo en cuenta que para el 

2008 el predio estaba en abandono; iii) la retrotracción del 

valor se fundamentó en el IPC, aunque no constituye un 

referente de variación de precios en el sector rural; iv) la 

forma en que se realizó el método de comparación del 

mercado; vi) la apreciación de los problemas de seguridad y 

orden público en aquella época; v) la manera en que se 

apreció el terreno. 

 

Estas fueron respondidas amplia y detalladamente, en 

primer orden, precisando que con el testigo Fernando Díaz 

Castro no se presentó un estudio integral de oposición sino 

cuestionamientos aislados en aspectos como la metodología 

empleada para su elaboración, tema sobre el cual el experto 

de la Fiscalía explicó en la vista pública que aplicó la 

metodología del IGAC, resolución 620 de 2008, fundamento 

no cuestionado ni controvertido por la defensa. 



CUI 11001600000020150073001 

NÚMERO INTERNO 61098 

IMPUGNACIÓN ESPECIAL 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO 

21 

 

En cuanto al testimonio de descargo de Edgardo Oviedo 

Castillo, quien practicó un avalúo sobre el bien discutido a 

petición de la bancada defensiva, no se profundizó análisis 

de controversia refutatoria al trabajo pericial de la acusación 

pues el Tribunal constató que, conforme al artículo 2-8 del 

Decreto 422 de 2000, su carnet de acreditación como 

avaluador no estaba vigente; aunado a ello, solo efectuó su 

trabajo sobre un área parcial del predio. 

 

Las críticas por la falta de investigación sobre las 

condiciones del inmueble para el año 2008, se absolvieron 

acorde con lo que declaró el perito de cargo quien manifestó 

no haber profundizado en el tema porque, cuando realizó el 

informe en 2014, resultaba imposible establecer las 

características anteriores y las mejoras hechas, limitándose 

a examinar las que no varían con el tiempo, como las 

condiciones del terreno, entre otras cosas. 

 

La inconformidad defensiva relacionada con el método 

de comparación o de mercado usado en el peritaje, fue 

respondida refrendando el dicho del perito José Raúl 

Rodríguez Cardona al explicar que se trató de un 

procedimiento ajustado a la resolución 620 de 2008 del IGAC 

y, por lo mismo, sometido a una serie de cálculos y 

estadísticas con las que se garantizó la idoneidad de la 

información que, por demás, consultó los valores por zona 

geoeconómica del municipio de Zambrano que el propio 

instituto geográfico publicó. 
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El Tribunal también rechazó la crítica alusiva a que la 

condición de «zona de desplazamiento» justificara una 

reducción drástica del valor de la finca, pues para 2008 la 

zona mostraba signos de recuperación y el perito tuvo en 

cuenta esa variable en su análisis, como explicó en el juicio. 

 

Con el contraste entre el valor real declarado por el 

perito y el valor consignado en la escritura, el Tribunal 

calcula el detrimento patrimonial, a saber: si el predio valía 

$4.405.559.613 de 2008, y se entregó en dación en pago por 

$2.372.507.410, el remanente que debió ingresar al FRISCO 

superaría los $2.000.000.000.  

 

La Sala ad quem coligió que la ilicitud de obtención de 

documento público falso se adjudica al procesado 

ALBORNOZ GUERRERO por haber tramitado la dación en 

pago del predio “Jesús del Río”, acudir ante el notario y 

firmar la escritura en que se consignó la estimación de la 

finca en $2.372.507.410, información contraria a la verdad 

en tanto se desvirtuó la existencia del avalúo de la Lonja 

Inmobiliaria de Bogotá invocado al efecto. 

 

En cuanto al fraude procesal, el Tribunal considera que 

la escritura 3756, al contener una afirmación falsa sobre el 

avalúo, fue utilizada para inducir en error a un funcionario 

de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de El 

Carmen de Bolívar, de manera que el procesado obtuvo un 

acto administrativo ilícito consistente en consignar la 

anotación 17 del 26 de enero de 2009 en el folio 062-0006848 
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relativa a la dación en pago del inmueble a partir de un 

avalúo que no era real. 

 

Respecto del peculado por apropiación el Tribunal 

consideró que se demostró que CARLOS ALBORNOZ en su 

desempeño como director de la DNE, tenía entre sus 

funciones representar al FRISCO y realizar actos y 

operaciones para el cumplimiento de sus fines, cargo del cual 

abusó pues dispuso de manera ilegal de un bien del Estado, 

esto es, la finca “Jesús del Río” que había ingresado al 

patrimonio público con ocasión de la sentencia proferida por 

el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Descongestión de 

Bogotá el 5 de marzo de 2004, confirmada por el Tribunal 

Superior de esta ciudad el 30 de diciembre del mismo año. 

 

Fue así como el procesado afectó el erario pues ofreció 

el bien al tercero de buena fe reconocido en esas decisiones, 

pero por un valor inferior al real, lo que conllevó a transferir 

la totalidad del predio “Jesús del Río”, sin que el remanente 

-la diferencia entre el monto del crédito liquidado y el avalúo del 

inmueble- ingresara al FRISCO en un monto de 

$1.711.597.477 (sic), en todo caso superior a 200 s.m.l.m.v. 

 

En cuanto al interés indebido en la celebración de 

contratos, el ad quem destacó la participación de Eduardo de 

Praga Benavides, José Antonio Mutis Perdomo -designado 

depositario del inmueble “Jesús del Río”-, Julio César Rico 

Cifuentes y Eduardo José Benavides Rueda, así como su 

participación en la creación y utilización de sociedades como 
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Capital & Business S.A., Inveragricol S.A. y Palmares del Río 

S.A.S. para adquirir y distribuir el predio. 

 

Se demostró, así mismo, la amistad que CARLOS 

ALBORNOZ GUERRERO tenía con Eduardo de Praga 

Benavides Guerrero, y los vínculos contractuales, 

empresariales y otros intereses económicos comunes que 

aceptó la defensa; incluso se presentó prueba de las 

relaciones de Benavides Guerrero con Blanca Bernal Mahe, 

esposa del procesado, pues según certificado de la Cámara 

de Comercio de Bogotá del Grupo Empresarial Montes de 

María, ambos integraron la junta directiva principal. 

 

Además, los testigos Iván Javith Anillo Catalán e 

Hildelberto Martín Ávila Mejía coincidieron en manifestar que 

esa empresa ejecutó actividades relacionadas con su objeto 

social -ganadería y agricultura- en la zona que le daba origen 

a su nombre, donde estaba el predio discutido que, por ende, 

no le era desconocido a ALBORNOZ GUERRERO. 

 

Aunado el testimonio de David Francisco Neira Barreto, 

amigo del procesado, quien dijo que para la época de los 

hechos la esposa de este y “Benavides” participaron en 

actividades agroindustriales a través del referido grupo 

empresarial. Este testigo, por demás, confirmó su amistad 

con Jorge Enrique Tadeo Javier Monroy Rodríguez, a quien a 

su vez se refirió el representante de la Lonja Inmobiliaria de 

Bogotá, Diego Monroy, como la persona que elaboró avalúos 

falsificados a nombre de la Lonja. 
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En adición, aludió el Tribunal al literal e) del numeral 

2º del artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, sobre el proceso de 

enajenación de los bienes que formaban parte del FRISCO, 

que debía atender los principios del artículo 209 de la 

Constitución Política, consideración replicada en la 

Resolución 23 de 2006 de la DNE.  

 

Por lo tanto, si bien esas transacciones no estaban 

sometidas a las reglas de contratación de la Ley 80 de 1993, 

ni sus decretos reglamentarios, «sí las rigen los principios de 

la función pública tales como la igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad» de que trata 

el citado canon superior; como en términos similares lo 

preveía el artículo 10 del Decreto 1170 de 2008, 

reglamentario de la enajenación de bienes del FRISCO.   

 

En conclusión, para el Tribunal el procesado afectó la 

moralidad administrativa y el interés general representado en 

el remanente de la dación en pago del inmueble “Jesús del 

Río” que no ingresó al FRISCO, con destino al fortalecimiento 

de la infraestructura carcelaria, debido a que la negociación 

se hizo por un valor menor al real sobre la base del avalúo 

mencionado en la escritura respectiva como referente del 

monto del negocio jurídico. 

 

DE LA IMPUGNACIÓN 

 

1. El impugnante considera que la sentencia atacada 

carece de los atributos de universalidad, consistencia y 
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coherencia interna que deben caracterizar toda decisión 

judicial. 

 

En ese sentido, afirma que los mismos hechos a que se 

refiere la causa seguida a CARLOS ALBORNOZ fueron 

juzgados, en el radicado 2015 00740 02 contra Eduardo de 

Praga Benavides por los delitos de peculado por apropiación 

en favor de terceros e interés indebido en la celebración de 

contratos.  

 

El asunto correspondió al Juzgado Treinta y Dos Penal 

del Circuito Bogotá que profirió sentencia absolutoria, la cual 

fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de 

esta ciudad el 22 de mayo de 2020, cuya copia adjunta. 

 

Sin que se configurara alguna causal de ruptura de la 

unidad procesal conforme al artículo 53 del Código de 

Procedimiento Penal, la Fiscalía escindió los procesos, lo que 

afectó el principio de legalidad, el debido proceso y la 

igualdad, pues se juzgaron los mismos hechos en procesos 

separados sin justificación normativa. 

 

El artículo 50 del mismo código, añade, establece que la 

ruptura de la unidad procesal genera nulidad cuando afecta 

garantías constitucionales, lo que así sucedió porque la 

separación artificial de los procesos impidió una valoración 

conjunta de los hechos y conllevó a decisiones 

contradictorias sobre un mismo núcleo fáctico. 
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Por eso, asegura, el fallo impugnado incurre en nulidad 

al desconocer el precedente horizontal puesto que la misma 

Sala del Tribunal ya había analizado los hechos, los actores, 

las pruebas y la teoría del caso de la Fiscalía en el proceso 

contra Eduardo de Praga Benavides y concluyó que no 

existieron los delitos imputados. Empero, al decidir el 

proceso de CARLOS ALBORNOZ, el Tribunal no mencionó la 

existencia del precedente, no comparó los razonamientos, no 

justificó su apartamiento, ni explicó por qué las mismas 

pruebas conducen a conclusiones opuestas. 

 

Para sustentar este reproche cita extensamente la 

sentencia SU-354 de 2017 de la Corte Constitucional, que 

define el precedente judicial, distingue entre precedente 

horizontal y vertical, y establece que el precedente horizontal 

es vinculante por razones de igualdad, seguridad jurídica y 

confianza legítima. 

 

Destaca que, según esa jurisprudencia, el juez solo 

puede apartarse del precedente si ofrece una justificación 

rigurosa y clara; la ausencia de esa justificación constituye 

un defecto sustantivo que afecta la validez de la decisión. 

 

Acusa, por ello, la vulneración del principio de igualdad, 

que exige que casos con los mismos supuestos fácticos 

reciban el mismo tratamiento jurídico, de suerte que la 

divergencia entre los dos fallos del Tribunal afecta la 

confianza legítima en la administración de justicia, sin que 

sea válido argumentar que los acusados en los dos procesos 
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son distintos, pues el precedente horizontal se refiere a los 

hechos y no a la identidad personal del procesado.  

 

La igualdad es expresión del principio de legalidad y su 

vulneración afecta la seguridad jurídica, la coherencia del 

orden jurídico y la previsibilidad de las decisiones judiciales. 

De ahí que la diferencia de trato entre CARLOS ALBORNOZ 

y Eduardo de Praga Benavides, pese a que ambos fueron 

juzgados por los mismos hechos, constituye una infracción 

directa del artículo 13 de la Constitución. 

 

Sobre la seguridad jurídica y la previsibilidad, cita de 

nuevo la SU-354 de 2017 para resaltar que la uniformidad 

decisional es un componente esencial del acceso a la justicia 

y que la confianza legítima no se garantiza solo con la 

publicidad de la ley, sino con la consistencia en su 

interpretación y aplicación. 

 

La divergencia entre los dos fallos del Tribunal, sin 

explicación alguna, vulnera la seguridad jurídica del 

procesado y sus expectativas legítimas de recibir un trato 

igualitario, así como compromete la credibilidad del sistema 

judicial al generar incertidumbre sobre la aplicación del 

derecho y la estabilidad de las decisiones judiciales. 

 

Para demostrar la ruptura, realiza un cotejo detallado 

entre ambos fallos y muestra las divergencias analíticas que 

se presentan en relación con cada uno de los delitos 

imputados, lo que conecta con la crítica a la valoración de la 
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prueba pericial relativa al avalúo del predio “Jesús del Río” 

que estuvo a cargo de funcionarios del CTI de la Fiscalía. 

 

Al respecto expone el impugnante que esa prueba 

pericial debe ser excluida, en los términos del artículo 360 

del Código de Procedimiento Penal. Por una parte, afirma, 

porque los peritos Martha Velásquez y Raúl Rodríguez 

estaban legalmente impedidos para actuar como tales, 

debido a que fueron los mismos funcionarios que ejecutaron 

el plan metodológico, practicaron las diligencias de campo, 

recolectaron la evidencia y actuaron como testigos de 

acreditación de la fiscalía delegada acusadora. 

 

Esta doble condición viola el artículo 56-6 de la Ley 906, 

aplicable a los peritos por remisión del artículo 411 ídem, 

conforme lo ha considerado la jurisprudencia de esta 

Corporación que cita en respaldo de la tesis. 

 

La imparcialidad constituye la esencia epistemológica 

del dictamen y se ve anulada cuando quien investiga es el 

mismo que valora técnicamente lo investigado. El dictamen 

deja de ser un auxilio objetivo para convertirse en un acto de 

parte. Sin embargo, el Tribunal no advirtió este impedimento, 

no lo analizó y no lo corrigió. 

 

De otro lado, cuestiona el dictamen de los servidores del 

CTI porque en su tenor se afirma haber aplicado el método 

comparativo de mercado, pero no cumple ninguno de sus 

requisitos esenciales.  
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Los peritos dicen haber consultado publicaciones 

inmobiliarias y estudios de mercado, pero no acreditaron 

ninguna fuente, no identificaron predios comparables, no 

verificaron transacciones reales y no demostraron la 

existencia de un mercado activo en 2008. Por manera que la 

ausencia absoluta de comparables, convierte el dictamen en 

una conjetura sin sustento empírico. 

 

Se suma la utilización indebida de las tablas de Vitto 

Corvini para asignar valor a construcciones que estaban 

destruidas por la acción de grupos armados ilegales porque, 

asevera, el predio había sido campamento guerrillero, con 

edificaciones dinamitadas, sin servicios, sin explotación 

económica y con un nivel de deterioro que hacía imposible 

atribuirles valor comercial; por esto, se falseó la realidad 

física del bien, en contradicción de la evidencia objetiva. 

 

El dictamen incurre además en una anacronía 

metodológica insalvable porque los peritos realizaron un 

avalúo en 2014 y lo trasladaron artificialmente al año 2008, 

mediante la aplicación exclusiva del IPC, ignorando que la 

normativa exige considerar otros índices como el IVP, el 

IVIUR y los estudios de mercado. 

 

El IPC mide variaciones de precios al consumidor, no la 

dinámica del mercado inmobiliario rural, menos aún en 

zonas afectadas por conflicto armado. No obstante, el 

Tribunal aceptó sin cuestionamientos un procedimiento que 

contradice la técnica valuatoria y la regulación vigente. 
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La alegada anacronía se agrava por el uso de zonas 

homogéneas del IGAC correspondientes a 2014, cuando para 

2008 regía la Resolución 13-000-088-2005. De ahí que la 

actualización catastral posterior no podía proyectarse 

retroactivamente sin alterar el valor real del predio en la 

fecha relevante. Al hacerlo, en el dictamen se dio un valor 

ficticio, ajeno al contexto económico y social del año 2008. 

 

También se vulneró el método comparativo por la 

utilización de ofertas tomadas de internet en 2014, no de 

transacciones reales de 2008, a pesar de que la normatividad 

aplicable exige operaciones efectivamente realizadas, no 

simples anuncios. Al basarse en ofertas tardías y no 

verificadas, se incumplió el estándar mínimo de confiabilidad 

del informe valuador. 

 

Aunado a lo anterior, se cuestiona la manipulación 

normativa como elemento que compromete la validez del 

dictamen, porque los peritos añadieron a la definición del 

método comparativo la expresión «debidamente actualizadas 

en el tiempo», texto inexistente en la regulación invocada que 

la jueza de primera instancia calificó como una tergiversación 

normativa, pero la segunda instancia incorporó sin advertir 

su improcedencia. 

 

El dictamen ignora, además, la condición de 

inseguridad, abandono y destrucción del predio al que los 

peritos asignaron un valor elevado incompatible con la 

realidad fáctica y con el avalúo del IGAC, que en 2014 estimó 

el predio en cuantía inferior al valor del informe realizado por 
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los funcionarios del CTI. En adición, para el recurrente la 

zona incivilizada tenía un valor de $792.000 por hectárea, lo 

que situaría el predio en $1.445.000, cifra muy inferior a la 

utilizada por la Fiscalía. 

 

Enseguida, el impugnante se refirió a la existencia del 

avalúo de la Lonja de Bogotá, que la Fiscalía sostuvo nunca 

existió, aunque en el juicio demostró lo contrario con 

diversos medios de prueba.  

 

En ese ámbito, el presidente de la Lonja, Diego de Jesús 

Monroy Rodríguez, reconoció que la entidad sí hacía avalúos 

para la DNE en esa época, que recibió una solicitud formal 

enviada por CARLOS ALBORNOZ, que esta fue dirigida al 

vicepresidente Héctor José Martínez Lis, quien lo reemplazó 

durante su ausencia del país, y que otra persona, Jorge 

Enrique Tadeo Javier Monroy Rodríguez, había suplantado 

firmas y realizado trámites sin autorización.  

 

Además, la Lonja conservaba documentos que 

acreditan la existencia del encargo: la orden de prestación de 

servicios del 11 de agosto de 2008; el oficio de aceptación de 

la cotización del 3 de septiembre; el oficio mediante el cual se 

devolvió el avalúo corporativo solicitando su presentación 

independiente; la factura de venta 0504 del 18 de noviembre 

de 2008, en la que se cobraba, entre otros, el avalúo del 

predio “Jesús del Río”; la certificación del Banco BBVA y el 

memorando ASEF 771 de 2008 que prueban el ingreso de 

honorarios a la cuenta de la Lonja tras el recibo del trabajo a 

“entera satisfacción”. 
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Agrega que el propio Diego Monroy reconoció haber 

firmado esa factura, y la Fiscalía tenía desde 2015 una 

certificación expedida por él mismo confirmando la existencia 

de la factura en los archivos de la Lonja. 

 

La ausencia del documento físico no constituye prueba 

de inexistencia, pues la Lonja explicó que en 2008 no contaba 

con archivo digital y que los informes se conservaban por un 

máximo de dos años.  

 

Por otra parte, alude a la ratificación del valor comercial 

por otras fuentes, destacando que el precio de $1.300.000 

por hectárea que la Lonja fijó era fidedigno al compararlo con 

los informes del IGAC de 2014 que asignaron un valor de 

$792.000/ha a zonas incivilizadas, situación coherente con 

el estado del predio en 2008. 

 

Igualmente, la tesorería municipal de Zambrano, 

certificó avalúos catastrales para 2008 de $684.574/ha; se 

aportaron ocho escrituras de compraventa de predios 

colindantes entre 2008 y 2012, con valores consistentes con 

el que se fijó en la dación en pago; se allegó el avalúo de 

Megabanco del año 2007 en el cual el perito Edgardo Oviedo 

estimó el valor en $850.000/ha tras constatar el abandono 

del inmueble “Jesús del Río”. 

 

Estas evidencias son coherentes y convergen en 

demostrar que el avalúo sí existió, lo que derruye la premisa 

fáctica sobre la que se construyó la imputación, en tanto el 
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crédito hipotecario a favor del tercero de buena fe consumía 

la totalidad del valor patrimonial real del predio, por lo que 

no existió remanente del cual el Estado pudiera ser 

despojado. 

 

Adicionalmente, enfatiza el recurrente que con los 

medios de prueba se acreditó que el proceso de negociación 

entre la DNE y Capital & Business inició en marzo de 2008, 

bajo la vigencia del Instructivo de la DNE que obligaba a 

ofrecer el predio en primer término al tercero de buena fe. Por 

ser anterior al Decreto 1170 de 2008, el procesado 

ALBORNOZ GUERRERO actuó conforme a derecho y no con 

ánimo delictivo. 

 

Se demanda en consecuencia, la revocatoria del fallo 

impugnado en protección de la presunción de inocencia de 

CARLOS ALBORNOZ GUERRERO por «inexistencia de los 

delitos acusados, declarando la absolusión (sic)…por los 

cargos de Peculado por apropiación, Fraude procesal, Interés 

indebido en la celebración de contratos y Obtención de 

documento público falso». 

 

Y, revocar el fallo impugnado «por ineficacia de su 

pronunciamiento, pues ha vulnerado el derecho del 

acusado…a la igualdad, la legalidad, la seguridad jurídica, la 

predictibilidad de las decisiones judiciales, la certeza judicial 

y el precedente horizontal», para que en cambio se «profiera 

otro que preserve su derecho a la presunción de inocencia, 

declarando su absolución» por los cargos de la acusación. 
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2. Los no recurrentes no se pronunciaron el término de 

traslado dispuesto para el efecto. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia y límites de la impugnación especial 

 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO fue 

condenado por primera vez en sede de segunda instancia, 

razón por la cual la Corte garantizará en la resolución de la 

impugnación especial su derecho a la doble conformidad 

judicial con fundamento en el Acto Legislativo 1 de 2018, que 

modificó el canon 235 de la Constitución Política. 

 

En el marco del principio de limitación que rige este 

medio de control, se examinarán los reproches planteados 

por el impugnante con el fin de evaluar la legalidad y acierto 

de la sentencia impugnada en función de los requisitos para 

condenar del artículo 381 de la Ley 906 de 2004. 

 

2. De acuerdo con los planteamientos de la 

impugnación, en primer orden se ocupará la Corte de 

examinar las alegaciones que abogan por la nulidad procesal. 

 

Dilucidado ese aspecto, de ser procedente, avanzará al 

escrutinio de la exclusión de la prueba pericial practicada en 

juicio a petición de la Fiscalía y la incidencia que pueda tener 

en la declaración de condena con sujeción a los parámetros 

del artículo 381 de la Ley 906 de 2004. 
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3. El precedente judicial. Definición, clases y 

alcances. Caso concreto. 

 

3.1. De tiempo atrás, la Corte Constitucional ha 

definido como precedente judicial «la sentencia o el conjunto 

de ellas, anteriores a un caso determinado que por su 

pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, 

debe necesariamente considerarse por las autoridades 

judiciales al momento de emitir un fallo»2.  

 

En ese contexto, la Corte Constitucional ha considerado 

que se pueden identificar dos categorías de precedente 

judicial, a saber  

 

[…] (i) el precedente horizontal: referido a las providencias 

judiciales emitidas por autoridades del mismo nivel 

jerárquico o el mismo funcionario y su fuerza vinculante 

atiende a los principios de buena fe, seguridad jurídica y 

confianza legítima; y (ii) el precedente vertical: atiende a las 

decisiones judiciales proferidas por el superior funcional 

jerárquico o por el órgano de cierre encargado de unificar la 

jurisprudencia en su jurisdicción, su vinculatoriedad atiende 

al principio de igualdad y limita la autonomía de los jueces 

inferiores, a quienes les corresponde seguir la postura de las 

altas cortes o los tribunales.3    

 

El carácter o fuerza vinculante del precedente judicial, 

ya sea horizontal o vertical, conforme lo ha considerado la 

citada Corte, no es absoluto por cuanto existen criterios que 

permiten sustentar su desconocimiento; estos son: i) 

establecer si existe un precedente aplicable al caso concreto 

 
2 SU-053 de 2015. 
3 Ver SU-354 de 2017, SU-035-2018.  
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y distinguir las reglas decisionales; ii) comprobar que dicho 

precedente se debía aplicar so pena de desconocer el 

principio de igualdad; y iii) verificar si el juez expuso razones 

fundadas para apartarse del precedente, bien sea por 

diferencias fácticas o por la existencia de una interpretación 

más armónica y favorable frente a los principios 

constitucionales y los derechos fundamentales, de acuerdo 

con el principio pro homine.4  

 

En síntesis, si bien se predica como regla general la 

obligatoriedad del precedente judicial, en cualquiera de sus 

especies, es posible que al adoptar una decisión posterior la 

autoridad judicial se aparte de aquél siempre y cuando 

exponga argumentos fundados y razonables para así proveer. 

 

Acerca de la fuerza vinculante del precedente horizontal 

en cuerpos colegiados, el Tribunal Constitucional ha 

explicado que no depende de la identidad personal de los 

jueces - magistrados que integran la célula decisora 

respectiva, sino de la identidad institucional del órgano 

judicial que decide, esto es, que opera para decisiones 

proferidas por autoridades del mismo nivel jerárquico, sin 

que sea dable exigir coincidencia de integración, composición 

o especialidad interna.5 

 

El fundamento no es la persona del juez, sino la 

continuidad institucional del órgano de justicia. Por ello, 

 
4 Ver, entre muchas otras decisiones en la materia, las sentencias de la Corte 
Constitucional T-153 de 2015 y T-146 de 2014.  
5 En ese sentido ver, por ejemplo, Corte Constitucional T-688 de 2003. 
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cuando dos Salas de un mismo Tribunal Superior conocen 

asuntos que comparten identidad fáctica, jurídica y 

probatoria, por regla sus decisiones deben ser coherentes, 

salvo que la Sala posterior exponga razones claras, 

suficientes y estrictas para apartarse del precedente fijado 

por la Sala anterior.6 

 

3.2. En el asunto bajo examen la alegación defensiva se 

fundamenta en que por los mismos hechos que han sido 

objeto de investigación y juzgamiento en este proceso contra 

CARLOS ALBORNOZ GUERRERO, Eduardo de Praga 

Benavides también fue sujeto pasivo de la acción penal 

estatal, en particular por los delitos de peculado por 

apropiación en favor de terceros e interés indebido en la 

celebración de contratos. 

 

El proceso se siguió en el Juzgado Treinta y Dos Penal 

del Circuito Bogotá y culminó con sentencia absolutoria, 

confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de esta 

capital el 22 de mayo de 2020, cuyos integrantes relaciona, 

de lo cual se puede advertir que fue conformada por distintos 

magistrados a los que aquí conocieron en segunda instancia. 

 

Con la finalidad de acreditar la vulneración de los 

derechos del procesado ALBORNOZ GUERRERO, según 

criterio del recurrente, al memorial impugnatorio adjuntó 

copia de esa providencia confirmatoria. 

 

 
6 Ver Corte Constitucional T-571 de 2007.  
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Empero, la Corte no emitirá pronunciamiento al 

respecto porque encuentra que el recurrente procede en 

contravía de las reglas que rigen la impugnación especial, en 

su esencia similares a las que regulan el recurso de apelación, 

en cuanto tiene por objeto que el superior jerárquico – 

funcional de la autoridad decisora revoque o modifique la 

decisión judicial que se considera errada, injusta. 

 

Las razones de inconformidad con la decisión 

impugnada se deben orientar a demostrar de manera 

fundada su desacierto a partir de la confrontación de los 

razonamientos fácticos, jurídicos o probatorios que la 

fundamentan, según sea del caso, porque son equivocados, 

incorrectos, etc. 

 

La impugnación, como la apelación, en manera alguna 

se constituye en un escenario apto para allegar o incorporar 

nuevos elementos de conocimiento o pruebas diferentes a las 

que fueron practicadas en el juicio oral bajo los principios de 

inmediación, concentración, contradicción y publicidad, 

primordialmente. 

 

Estos presupuestos no fueron atendidos por el 

impugnante, pues en respaldo de la alegación atinente al 

desconocimiento del precedente horizontal, que propende 

porque se declare la anulación procesal, allegó un documento 

– fallo judicial que en esta instancia no es posible incorporar 

junto a los medios de prueba que la colegiatura ad quem, y 

antes que ella la a quo, tuvo oportunidad de apreciar y 

valorar para tomar de la decisión que ahora se cuestiona. 
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Mucho menos resulta viable que se asuma un análisis 

sustancial de dicho elemento, porque, en gracia de discusión, 

de hacerlo, la Corte incurriría en una insalvable mutación del 

debido proceso al asumir estudio sobre un medio de 

conocimiento, valga la expresión, que no fue conocido por las 

instancias judiciales ni por las partes en el curso regular de 

la actuación, descartándose así la oportunidad de su 

controversia en el escenario natural del juzgamiento oral. 

 

En tal virtud, la Corte se abstendrá de examinar el 

fondo de los cuestionamientos que expone el recurrente, no 

solo en este aspecto sino en todos aquellos en los que 

sustenta su inconformidad con base en la sentencia de 

segunda instancia proferida en la causa seguida a Eduardo 

de Praga Benavides Guerrero. 

 

3.3. En lo que atañe a la alegación de nulidad derivada 

de la ruptura de la unidad procesal que implicó que las 

investigaciones seguidas contra CARLOS ALBORNOZ 

GUERRERO y Eduardo Benavides Guerrero, se siguieran por 

cauces procesales distintos, en efecto el artículo 50 de la Ley 

906 de 2004 establece el principio de unidad procesal según 

el cual por cada delito se adelantará una sola actuación 

procesal, cualquiera que sea el número de autores o 

partícipes.  

 

Dicho precepto también consagra que los delitos 

conexos se investigarán y juzgarán conjuntamente y que la 
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ruptura de la unidad procesal no genera nulidad siempre que 

no afecte las garantías constitucionales. 

 

En el asunto examinado, lo primero que se advierte es 

que en aplicación de esas normas y con sujeción a la regla de 

la conexidad, la Fiscalía adelantó, por una misma cuerda 

procesal, la investigación de varias conductas punibles 

respecto de CARLOS ALBORNOZ conforme se expuso en la 

diligencia de imputación del 12 de agosto de 2015, cuando 

se le formularon cargos en calidad de presunto coautor de 

los delitos de interés indebido en la celebración de contratos 

en concurso con obtención de documento público falso,  

peculado por apropiación y fraude procesal. 

 

A partir de entonces, el desarrollo de la actuación se 

cumplió en lo concerniente a ALBORNOZ GUERRERO, sin 

que en la oportunidad procesal prevista para que se diera la 

declaratoria de conexidad con la investigación seguida contra 

Eduardo de Praga Benavides, acorde con el artículo 51 del 

Código de Procedimiento Penal, alguna de las partes o 

intervinientes solicitara a la jueza de conocimiento que se 

proveyera en ese sentido. En cambio, la cuestión se alegó por 

la defensa en el cierre del juicio, esto es, de forma 

extemporánea, a lo cual se respondió por la a quo en la 

sentencia de primera instancia destacando que no se invocó 

como un factor determinante de la nulidad de lo actuado.  

 

Por ende, la Corte encuentra que este fue un tema 

debidamente zanjado sin que ahora la anulación, enmarcada 

en la existencia de las referidas actuaciones independientes, 
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amerite ser considerada porque la reclamación desatiende la 

adecuada postulación que se requiere al efecto. 

 

La jurisprudencia ha decantado que los motivos de 

ineficacia de los actos procesales previstos en el artículo 455 

y ss. de la Ley 906 de 2004, deben proponerse de acuerdo 

con los principios que rigen la declaratoria de las nulidades 

consagrados en el artículo 310 de la Ley 600 de 2000, a saber: 

convalidación7 protección8, instrumentalidad de las formas9, 

trascendencia10 y residualidad11. 

 

Estos principios resultan aplicables al modelo 

acusatorio porque son inherentes a la naturaleza del 

instituto de las nulidades y están dirigidos a la salvaguarda 

constitucional del debido proceso y el derecho de defensa12. 

 

De ahí que, si se avizora que el defecto denunciado no 

logra afectar de manera importante el desarrollo del proceso 

judicial, ni alterar la decisión o la actuación censurada, no 

hay lugar a decretar la nulidad. 

 

Por eso es por lo que resulta insuficiente invocar la 

existencia de un motivo de ineficacia de lo actuado sin 

 
7 Las irregularidades pueden convalidarse con el consentimiento expreso o 
tácito del sujeto perjudicado. 
8 El sujeto procesal que con su conducta haya dado lugar a la configuración 
del vicio, no lo puede alegar, salvo que se trate de ausencia de defensa técnica. 
9 Como las formas no son un fin en sí mismo, siempre que se cumpla con el 
propósito que la regla de procedimiento pretendía proteger, no habrá lugar a 
la declaración de la nulidad. 
10  La magnitud del defecto debe tener incidencia en el sentido de justicia 
incorporado a la sentencia. 
11 La declaratoria de nulidad debe ser el único remedio procesal para superar 
el yerro detectado. 
12 CSJ SP, 18 mar. 2009, rad. 30710 
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acreditar los principios que rigen el decreto de las nulidades 

procesales.  

 

En tal virtud, quien propone una nulidad tiene la carga 

de i) identificar la clase de irregularidad que alega; ii) 

demostrar su existencia; iii) acreditar si constituye vicio de 

garantía o de estructura; y iv) demostrar la trascendencia del 

yerro para afectar la validez del fallo o la actuación que 

cuestiona. 

 

De igual manera, le corresponde indicar el ámbito de 

cobertura del motivo de invalidez, acreditar que no existe otra 

forma de restablecer la garantía o el derecho afectado con la 

irregularidad, y comprobar que esta tuvo injerencia 

perjudicial y decisiva en la declaración de justicia o el trámite 

procesal. 

 

En ese contexto, si bien el impugnante cumple con 

identificar y delimitar la presunta irregularidad afectante del 

debido proceso y el derecho de defensa en perjuicio del 

procesado, para la Corte no se acredita por qué debe 

prosperar la pretensión nugatoria como único medio de 

superar el vicio alegado, ni se delimita el momento al que se 

debe retraer la actuación para solventarlo. 

 

Se advierte, por lo mismo, que la petición no tiene un 

propósito definido, sino que busca, sin mayor precisión, que 

se anule el procesamiento dejando de lado concretar desde 

qué estadio procesal debería rehacerse el trámite y cuál sería 
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la finalidad perseguida con ello en beneficio de la situación 

jurídica del procesado.  

 

En consecuencia, no se decretará la nulidad pretendida. 

 

4. Regla de exclusión probatoria, artículos 29 de la 

Constitución Política y 23 de la Ley 906 de 2004. 

 

4.1. La Corte ha explicado 13  que el inciso final del 

artículo 29 de la Constitución Política prescribe que es nula 

de pleno derecho la prueba obtenida con violación al debido 

proceso, cláusula general de exclusión que en el artículo 23 

de la Ley 906 de 2004 se desarrolla previendo que «toda 

prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales 

será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la 

actuación procesal». 

 

Estos mandatos contienen un efecto-sanción de 

“inexistencia jurídica” y, por contera, de exclusión, cuando 

de medios de convicción “ilícitos” o “ilegales”, se trata. 

 

En ese orden, la prueba ilícita es aquella que se ha 

obtenido o producido con violación de derechos y garantías 

fundamentales, género entre el que se encuentran las 

pruebas prohibidas. Su origen puede darse por diversas 

circunstancias; entre ellas 

 

(i) Puede ser el resultado de una violación al derecho 

fundamental de la dignidad humana (art. 1º Constitución 

 
13 CSJ AP2994-2021, Rad. 58601. 
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Política), esto es, efecto de una tortura (arts. 137 y 178 C. 

Penal), constreñimiento ilegal (art. 182 C.P.), constreñimiento 

para delinquir (art. 184 C.P.) o de un trato cruel, inhumano o 

degradante (art. 12 Constitución Política). 

 

(ii) Así mismo la prueba ilícita puede ser consecuencia de una 

violación al derecho fundamental de la intimidad (art. 15 

Constitución Política), al haberse obtenido con ocasión de 

unos allanamientos y registros de domicilio o de trabajo 

ilícitos (art. 28 C. Política, arts. 189, 190 y 191 C. Penal), por 

violación ilícita de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 

C. Penal), por retención y apertura de correspondencia 

ilegales (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por acceso 

abusivo a un sistema informático (art. 195 C. Penal) o por 

violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de 

carácter oficial (art. 196 C. Penal). 

 

(iii) En igual sentido, la prueba ilícita puede ser el efecto de 

un falso testimonio (art. 442 C. Penal), de un soborno (art. 444 

C. Penal) o de un soborno en la actuación penal (art. 444 A C. 

Penal) o de una falsedad en documento público o privado (arts. 

286, 287 y 289 C. Penal).14 

 

A su vez, la prueba ilegal o irregular es aquella que se 

ha obtenido o practicado al margen del procedimiento fijado 

en la ley y extiende sus alcances a los “actos de investigación” 

y los “actos probatorios” propiamente dichos. 

 

En punto de la distinción entre prueba ilícita y prueba 

ilegal y la repercusión que una de estas tiene en el proceso, 

en un evento dado, en la providencia antes citada se reiteró 

la intelección explicada en CSJ SP1862-2019, 29 may. 2019, 

Rad. 48498, según la cual para 

 

 
14 Ídem. 
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[…] ambas especies de prueba opera la cláusula de exclusión, 
y la jurisprudencia se ha encargado de matizar el respectivo 

efecto15, puesto que si se trata de prueba ilegal el funcionario 

debe sopesar si el requisito legal pretermitido es esencial y 
verificar su trascendencia con el fin de determinar su 
exclusión, ya que si la irregularidad no tiene ese carácter el 
medio probatorio puede continuar obrando dentro del 
proceso. 

 
Por el contrario, tratándose de pruebas ilícitas siempre opera 
la cláusula de exclusión probatoria, excepto en unos precisos 
casos en los que la nulidad se extiende a toda la actuación, 
lo cual ocurre cuando la prueba es obtenida mediante tortura, 
desaparición forzada o ejecución extrajudicial, imputable a 

agentes del Estado16. 

 
No obstante, la Ley 906 de 2000, artículo 455, prevé criterios 
que permiten morigerar la cláusula de exclusión y atenuar los 
efectos del artículo 23 de la misma obra, como son el vínculo 
atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento 

inevitable y los demás que establezca la ley. 
 
Esta Sala precisó que con el fin de establecer cuándo un 
medio de prueba reflejo debe ser excluido, el funcionario 
judicial debe realizar un juicio de ponderación que, en 
armonía con los criterios citados con anterioridad, comprende 

las siguientes pautas: 
 

“a) En primer lugar, hemos de partir de una fuente 
probatoria obtenida, efectivamente, con violación del 
derecho fundamental constitucionalmente conocido y 
no afectada simplemente de irregularidad de carácter 
procesal, por grave que ésta sea, que para el caso de 
las entradas y registros tendría que consistir en 
algunas de las infracciones, con trascendencia 
constitucional por agredir ilícitamente al derecho 
fundamental a la inviolabilidad del domicilio. 

 
b) La nulidad constitucional de una prueba en el 
proceso no impide la acreditación de los extremos 
penalmente relevantes mediante otros medios de 
prueba de origen independiente al de la fuente 
contaminada, pues si no existe una «conexión causal» 
entre ambos ese material desconectado estará desde 
un principio limpio de toda contaminación. 
 

 
15«Cfr. CSJ SP 8 jul. 2004, Rad. 18451; SP 1 jul. 2009, Rad. 26836 y 31073». 
16 «Cfr. CC C-591, 9 jun. 2005. En el mismo sentido CSJ SP. 10 mar. 2010, Rad. 
33621, SP 2 jun. 2014, Rad. 37361 y SP 5 agt. 2014, Rad. 43691». 
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c) Por último, y esto es lo más determinante, no basta 
con que el material probatorio derivado de esa fuente 
viciada se encuentre vinculado con ella en conexión 
exclusivamente causal, de carácter fáctico, para que se 
produzca la transmisión inhabilitante, sino que debe 
existir entre la fuente corrompida y la prueba derivada 
de ella lo que doctrinalmente se viene denominando 
«conexión de antijuridicidad», es decir, desde un punto 
de vista interno, el que la prueba ulterior no sea ajena 
a la vulneración del mismo derecho fundamental 

infringido por la originaria sino que realmente se haya 
transmitido, de una a otra, ese carácter de 
inconstitucionalidad, atendiendo a la índole y 
características de la inicial violación del derecho y de 
las consecuencias que de ella se derivaron y, desde 
una perspectiva externa, que las exigencias marcadas 
por las necesidades esenciales de la tutela de la 
efectividad del derecho infringido requieran al rechazo 
de la eficacia probatoria del material derivado.”17. 
 
En conclusión, siempre que exista una relación 
inescindible entre el acto violatorio de una garantía o 
derecho fundamental y el elemento de convicción 
obtenido, la prueba derivada debe ser excluida, lo cual 
implica la imposibilidad de repetirla a fin de depurarla, 
cuando exista una relación de causalidad entre la 
prueba ilícita y la nueva prueba lícita a la que se arriba 
con base en el conocimiento arrojado por el elemento 
de juicio ilícito. Por ello, la doctrina especializada en la 
materia ha señalado que “no debería admitirse su 
subsanación o convalidación mediante la práctica de 
un nuevo reconocimiento con todas las garantías o 
mediante su simple ratificación en el acto del juicio oral 
al estar viciado en su origen.”18. Así, la ineficacia de la 
prueba ilícita se extenderá también a todos aquellos 
elementos probatorios obtenidos de forma lícita, pero 
que han sido descubiertos gracias a los resultados 
obtenidos con una prueba ilícita. 

 
Lo anterior, por cuanto el vínculo entre la fuente ilícita y la 
prueba derivada de ella no es ajeno a la vulneración del 
mismo derecho, sino que se presenta como su fruto, de 
manera que la protección debida al derecho fundamental solo 
será simbólica sino se excluye el material obtenido y derivado 

de la prueba espuria. 
 

 
17 «Cfr. CSJ SP 5 agt. 2014, Rad. 43691».  
18  «Cfr. Manuel Miranda Estrampes, “El concepto de prueba ilícita y su 
tratamiento en el proceso penal”, J.M. Bosch Editor, Barcelona 1999, p. 91». 
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En adición a lo que se viene de exponer, resulta de 

importancia memorar que la sanción de exclusión del medio 

de prueba afectado por ilicitud o ilegalidad puede darse en 

cualquier etapa del proceso, como lo precisó la sentencia C-

591 de 2005 de la Corte Constitucional. 

 

A su turno esta Sala ha precisado que la oportunidad 

idónea para solicitar la exclusión probatoria en la etapa de 

juzgamiento, es la audiencia preparatoria en concordancia 

con lo dispuesto en los artículos 359 y 360 de la Ley 906 de 

2004. 

 

Cabe decir, que las partes y el Ministerio Público podrán 

solicitar esa medida a fin de que sea el juez cognoscente 

quien resuelva si hay lugar a excluir la práctica o aducción 

de medios de prueba ilegales, incluidos los que se han 

practicado, aducido o conseguido con violación de los 

requisitos formales previstos en la codificación procesal 

penal. 

 

Esto, sin perjuicio de que en sede del recurso 

extraordinario de casación, en los eventos que proceda tal 

recurso, se pueda demandar la ilegalidad de un medio 

probatorio, en el marco de la causal tercera del artículo 181 

de la Ley 906 de 2004, es decir, en cuanto se configure el 

manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la 

sentencia. 
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Acorde con todo lo anterior, revisado el trámite de la 

actuación la Corte encuentra que es novedosa la pretensión 

del impugnante de turno, puesto que apenas en sede de 

impugnación especial acude a reclamar la exclusión de la 

pericia que rindiera en el juicio oral José Raúl Rodríguez 

Cardona, en calidad de servidor adscrito al Cuerpo Técnico 

de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, no 

obstante que en el desarrollo de la audiencia preparatoria19 

nada se opuso en ese sentido. 

 

Visto el desarrollo de dicha diligencia, no se ha 

encontrado que la defensa del procesado ALBORNOZ 

GUERRERO hiciera postulación alguna orientada a que se 

decretara por la juzgadora a quo la exclusión por ilegalidad 

de la prueba pericial pedida por la Fiscalía, ni menos aún se 

presentó objeción, por alguna otra razón, a esa puntual 

petición probatoria del ente persecutor. 

 

En consecuencia, decretada como fue la prueba por la 

instancia judicial, a su práctica se procedió en la sesión de 

juicio oral del 20 de febrero de 2018, diligencia en la cual se 

interrogó a José Raúl Rodríguez Cardona por parte de la 

fiscal delegada a cargo del caso en relación con el objeto de 

su trabajo experto, una vez la directora del debate lo 

reconoció como perito avaluador. 

 

Por su conducto, se incorporó la base de opinión pericial, 

sin oposición de la defensa, luego de que esa parte hiciera 

 
19 Llevada a cabo en sesiones de los días 14 de julio, 23 de septiembre, 28 de 
octubre y 12 de diciembre de 2016, y 17 de octubre de 2017.  
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uso del contrainterrogatorio en profusa ronda de preguntas 

que se extendió a la sesión de audiencia convocada de 

antemano para el día siguiente, 21 de febrero; fecha en la que 

se completó la contra-interrogación y enseguida se surtió 

tanto el re-directo, como el subsecuente contrainterrogatorio, 

e incluso absolvió el declarante las preguntas de índole 

complementaria formuladas por el delegado del Ministerio 

Público, como por la jueza de conocimiento. 

 

En ningún momento del referido decurso se hizo 

alusión, por siquiera, a la eventual exclusión del medio de 

prueba por adolecer de algún motivo de ilegalidad; antes por 

contrario, la defensa dejó sentada su final conformidad con 

la práctica de dicha prueba de cargo, sin objetar la aducción 

del informe en que se basó el atestado de José Raúl Rodríguez 

Cardona. 

 

Sin perjuicio de lo expuesto, la causa ahora aducida 

para demandar la exclusión probatoria del informe experto 

se sustenta en un acápite aislado de la decisión proferida por 

esta Sala en el radicado 41103, fechada el 10 de septiembre 

de 2013, que no se corresponde con el texto o literalidad de 

ese proveído. 

 

En efecto, la cita que hace el impugnante sobre la 

concepción que expone en la mentada decisión la Corte en 

relación con la causal de impedimento del numeral 6. del 

artículo 56 de la Ley 906 de 2004, es del siguiente tenor: 
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“…A su turno, en lo relacionado con la causal sexta, 

resulta fácil advertir que ésta se adecua cuando el 

funcionario (perito) interviene en el asunto, por 

razón de sus funciones, derivado de la jurisdicción que le 

asigna la ley...” (Énfasis original). 

    

Consultada la base informativa de acceso público que 

la Relatoría de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 

de Justicia tiene en la Internet20, se ha encontrado que el 

texto original del pronunciamiento en mención difiere del 

antes transcrito citado por el impugnante; véase: 

 

[…] A su turno, en lo relacionado con la causal sexta, 

resulta fácil advertir que ésta se adecua cuando el 

funcionario interviene en el asunto, por razón de sus 

funciones, derivado de la jurisdicción que le asigna la ley.  

 

Al margen de esa notable y reprochable incorrección  

que, a no dudarlo, es sugestiva de una realidad distorsionada 

a propósito y tiende a la confusión del observador 

desprevenido, la Corte no desconoce que por mandato del 

artículo 63 del Código de Procedimiento Penal de 2004, las 

causales de impedimento y las sanciones procedentes en 

caso de demostrarse probada alguna de ellas, se aplicarán, 

además de los jueces y magistrados, a «los fiscales, agentes 

del Ministerio Público, miembros de los organismos que 

cumplan funciones permanentes o transitorias de policía 

judicial, y empleados de los despachos judiciales, quienes las 

 
20 https://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co 
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pondrán en conocimiento de su inmediato superior tan pronto 

como adviertan su existencia, sin perjuicio de que los 

interesados puedan recusarlos.» 

 

Previsión normativa que se integra con la del artículo 

411 de la misma codificación en cuanto reza que las causales 

de impedimento y recusación señaladas para el juez son 

extensivas al perito con la consecuencia de que la aceptación 

conlleva a su exclusión por ese funcionario «en la audiencia 

preparatoria o, excepcionalmente, en la audiencia del juicio 

oral y público.» 

 

Por consiguiente, es indiscutible que si en un miembro 

de alguno de los organismos que cumplen funciones de 

policía judicial concurre una causal de impedimento de las 

previstas en el artículo 56 del estatuto procesal penal, hay 

lugar a su separación del conocimiento de un asunto 

determinado en aras de precaver que se pueda ver 

comprometida su objetividad e imparcialidad, ya sea que lo 

manifieste en forma expresa o un tercero con interés en el 

proceso lo recuse. 

 

No obstante, cuando la manifestación de impedimento 

no se produce y tampoco la recusación es presentada 

oportunamente, ninguna consecuencia se deriva para la 

legitimidad de la actuación por cuanto, ha dicho 

reiteradamente la jurisprudencia21,  

 

 
21 CSJ AP316-2019, Rad. 52015, entre muchas más en el mismo sentido. 
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[…] la no declaración de impedimento de alguno de los 

funcionarios a cargo de la actuación, no acarrea 

automáticamente la anulación del proceso. Sobre el 

particular, ha dicho esta Corporación:  

 

“En este orden, olvida que la Corte al analizar de manera 

general las causales o motivos de exclusión de los 

funcionarios judiciales del conocimiento de un asunto, como 

figuras jurídicas instituidas para garantizar la objetividad e 

independencia en la función de administrar justicia, de 

manera reiterada ha precisado que no genera nulidad 

cuando un funcionario obligado a declararse impedido no lo 

hace, dado que los sujetos procesales pueden acudir al 

instituto de la recusación, amén de mediar otros mecanismos 

de carácter disciplinario y penal (CSJ AP, 12 de may. de 

2010, rad 33755; en el mismo sentido, CSJ SP, 16 de dic. 

de 2015, rad. 38957, CSJ AP6537-2016, Rad. 47105). 

 

Como este mecanismo no fue ejercitado en su momento 

por la defensa, el ahora recurrente mal puede pretender que 

en la actualidad se dé cabida a una velada recusación a los 

servidores de policía judicial que estuvieron a cargo de la 

elaboración de la base de opinión pericial - avalúo del predio 

“Jesús del Río”, bajo la consideración de que pesaba sobre 

ellos una causal impeditiva. Todo con el fin último de que el 

dictamen rendido en juicio por José Raúl Rodríguez Cardona, 

no sea materia de análisis. 

 

Consecuente con lo expuesto, se denegará la pretensión 

de exclusión en estudio. 

 

5. La prueba pericial. Regulación y fundamentos 

para su práctica. 
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5.1. En múltiples oportunidades, esta Sala se ha 

pronunciado sobre las características de la clase de prueba 

regulada en los artículos 405 y ss. de la Ley 906 de 200422. 

 

Según ese precepto, «la prueba pericial es procedente 

cuando sea necesario efectuar valoraciones que requieran 

conocimientos científicos, técnicos, artísticos o especializados». 

 

El debido proceso inherente a la práctica de esta especie 

de prueba se configura en varias etapas sucesivas y 

obligatorias para su validez. 

 

a. Descubrimiento del informe base de la opinión 

pericial, en las oportunidades previstas en los artículos 344 

y 356 del estatuto procesal penal de 2004, y, en todo caso, a 

más tardar cinco (5) días antes de la celebración de la 

audiencia pública, artículo 415 ídem. La base de opinión 

debe contener la explicación de los temas referidos en el 

siguiente literal d. 

 

b. Previa enunciación de la prueba en la audiencia 

preparatoria, la parte interesada debe solicitarla sustentando 

su pertinencia. 

 

c. El juez decretará la admisibilidad de la prueba 

pericial siempre que constate que es pertinente porque 

guarda relación con los hechos jurídicamente relevantes 

(artículo 375 ídem); necesaria porque se requieren 

 
22 Ver, para ilustración, CSJ SP5290-2018, Rad. 44564. 
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«conocimientos científicos, técnicos, artísticos o 

especializados» (artículo 405 íd.); y porque aportarán 

claridad al asunto en lugar de confusión (art. 376-b íd.).  

 

En el examen de admisibilidad de la prueba pericial 

resulta esencial establecer la confiabilidad de la base técnico-

científica, para lo cual se deben tener en cuenta los criterios 

establecidos en el artículo 422 del ordenamiento procesal 

penal para la «admisibilidad de publicaciones científicas y de 

prueba novel».23 

 

d. En el juicio oral, el perito deberá comparecer a rendir 

interrogatorio, durante el cual, en primer lugar, se 

establecerá su condición de experto en la respectiva materia, 

lo cual dependerá de sus conocimientos teóricos y prácticos, 

así como del manejo de los instrumentos o medios empleados.  

 

Cumplido lo anterior, el perito deberá explicar (i) los 

«principios científicos, técnicos o artísticos en los que 

fundamenta sus verificaciones o análisis»; (ii) el grado de 

aceptación de los mismos en la comunidad científica; (iii) los 

«métodos empleados en las investigaciones y análisis relativos 

al caso»; y (iv) «si en sus exámenes o verificaciones utilizó 

técnicas de orientación, de probabilidad o de certeza», de 

conformidad con el artículo 417 ídem. 

 

 
23 Según se explicó en CSJ SP2709-2018, rad. 50637. 
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Las reglas de interrogatorio enunciadas, en criterio de 

la Corte, determinan que la comparecencia del perito al juicio 

oral sea indispensable para que proceda a explicar las  

 

[…] reglas o principios técnico-científicos, que sirven de 

fundamento a sus conclusiones frente a unas situaciones 

factuales en particular. Igualmente, deben precisar el nivel de 

probabilidad de la respectiva conclusión, que, a manera de 

ejemplo, suele ser más alta en los exámenes de ADN que en 

algunos conceptos psicológicos. Del experto se espera que, en 

cuanto sea posible, traduzca al lenguaje cotidiano los 

aspectos técnicos, de tal suerte que el Juez: (i) identifique y 

comprenda la regla que permite el entendimiento de unos 

hechos en particular; (ii) sea consciente del nivel de 

generalidad de la misma y de su aceptación en la comunidad 

científica; (iii) comprenda la relación entre los hechos del caso 

y los principios que se le ponen de presente; (iv) pueda llegar 

a una conclusión razonable sobre el nivel de probabilidad de 

la conclusión; etcétera. 

 

Visto de otra manera, al perito le está vedado presentar 

conclusiones sin fundamento, opinar sobre asuntos que 

escapan a su experticia, eludir las aclaraciones que debe 

hacer sobre el fundamento técnico científico de sus 

apreciaciones, no precisar el grado de aceptación de esos 

principios en la comunidad científica, abstenerse de explicar 

si las técnicas utilizadas son de orientación, probabilidad o 

certeza, etcétera.24 

 

5.2. Las premisas expuestas en el apartado antecedente, 

trasladadas al sub examine y confrontadas con los motivos 

de disenso que plantea la defensa de CARLOS SALVADOR 

ALBORNOZ GUERRERO, imponen establecer, inicialmente, 

si la pericia que sustentó en la audiencia de juicio oral José 

Raúl Rodríguez Cardona, cumplió tales exigencias. 

 
24 CSJ SP1557-2018, Rad. 47423. 
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5.2.1. El perito Rodríguez Cardona, como se indicó 

líneas atrás, compareció al juicio oral25  y en el marco del 

interrogatorio cruzado declaró inicialmente sobre su 

formación profesional como arquitecto y vinculación laboral, 

desde 1994, como profesional investigador adscrito para la 

fecha en el Grupo de Arquitectura, Ingeniería Civil y 

Topografía del Cuerpo Técnico de Investigación - CTI de la 

Fiscalía General de la Nación. 

 

Adicional a los estudios profesionales, refirió a la 

formación recibida en la institución para la que trabaja y 

estudios complementarios en avalúos comerciales en predios 

urbanos y rurales del Instituto Geográfico Agustín Codazzi - 

IGAC, la Lonja de Bogotá y un diplomado en el Sistema Penal 

Acusatorio – SPOA sobre escena del delito y cadena de 

custodia, inscrito en el registro nacional de avaluadores y con 

certificado vigente en esa calidad. 

 

Su historial laboral, adicional, es de 10 años en el otrora 

Banco Ganadero. 

 

Acreditada su experticia, el despacho a quo lo reconoció 

como perito y en tal calidad continuó su declaración en la 

que manifestó haber recibido misión de parte de la fiscalía 

investigadora para realizar avalúo comercial rural de un 

predio de esa clase ubicado en jurisdicción del municipio de 

Zambrano (Bolívar), con matrícula inmobiliaria 062-6848.   

 
25 Audiencia del 20 de febrero de 2018, récord 00:30:12 y ss. 
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En lo pertinente, explicó que la metodología técnica que 

utilizó para la labor encomendada se basó en Ley 388 de 

1997, el Decreto 1420 de 1998 y las resoluciones 0762 de 

1998 y 620 de 2008 expedidas por el IGAC. 

 

Expuso que dentro de las tareas específicas 

adelantadas para la valoración requerida se tuvo en cuenta 

la información catastral del predio denominado “Jesús del 

Río” obtenida del IGAC, el certificado de tradición 

inmobiliaria, la escritura pública 3756 del 29 de diciembre 

de 2008. 

 

Igualmente, se identificaron aspectos como el sector 

donde se localiza el fundo “Jesús del Río”, las actividades 

predominantes en la subregión, el nivel socioeconómico de la 

zona, la infraestructura vial, el transporte público, los 

servicios públicos, la vía de comercialización de los productos 

en el sector, las perspectivas de valoración y las condiciones 

perceptibles de orden público. Así mismo, el uso permitido 

del suelo y la descripción física del predio a avaluar.  

 

Agregó que, para calcular el valor del bien, también se 

tuvo en consideración el método comparativo o de mercado, 

que dijo «es una técnica avaluatoria que busca establecer el 

valor comercial del predio a partir del análisis de ofertas o 

transacciones recientes, debidamente actualizadas de bienes 

inmuebles semejantes o comparables al del bien objeto de 

avalúo». 
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Realizó la investigación de ofertas de bienes similares 

en el sector de Zambrano (Bolívar), a través de inspección 

directa y consultas en páginas web especializadas, 

actividades con las cuales se busca en el «entorno inmobiliario 

local» ofertas o transacciones de predios similares que, para 

el caso, «fueron objeto de procesamiento estadístico, 

clasificación y luego de someterlas a las diferentes fórmulas 

que establece la normativa». Con ese fundamento, precisó, «se 

pudo establecer un valor por unidad de medida, es decir, por 

hectárea para el suelo del predio». 

 

De igual modo, hizo el procesamiento de 

homogenización relativo, explicando que para que las ofertas 

fueran comparables, aplicó fórmulas estadísticas que 

ajustaron variables como la negociabilidad, aplicando un 

descuento del 10% al valor bruto, la ubicación y el tamaño 

del predio. 

 

Tal homogenización, clarificó, «trata de hacer 

semejantes las ofertas para poderlas comparar…hay que 

entender que cuando alguien coloca un aviso clasificado 

ofertando un bien ese valor ofertado en un valor en bruto y no 

se debe tomar como tal sino que debe ser objeto, primero de 

una clasificación y seguidamente de una decantación, como 

una “aterrizada” de esos valores». 

 

Dichas zonas se establecieron, por demás, a partir de la 

información oficial del IGAC sobre zonas homogéneas 

geoeconómicas, las cuales clasifican las franjas de terreno 

según su potencial productivo y valor de mercado. 
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Sobre el procesamiento estadístico ilustró que el 

«coeficiente de variación jamás debe sobrepasar el 7.5%, ese 

es un rango que establece la normativa, en el evento de que 

este rango supere ese 7.5%, dice la misma norma que no es 

viable asumir ese valor medio encontrado, que se debe 

reforzar el número de datos o se deben ubicar otros datos que 

no estén tan dispersos para poder adoptar un valor medio». 

 

Adujo que en la avaluación no se consideró ni tasó lo 

atinente a «mejoras o a infraestructura existente, o a 

plantaciones, ganado, nada de esto. Exclusivamente el avalúo 

se refiere en su valor resultante a las áreas totales de terreno 

y a la construcción que legalmente fueron registrados en los 

documentos de identificación oficiales que fueron 

consultados…por efecto de comparabilidad. Estamos 

hablando de un avalúo que es retrospectivo en el tiempo». 

 

Por la misma razón, tampoco se incluyeron 

ponderaciones relacionadas con infraestructura adicional en 

el predio como redes eléctricas, sistemas de riego, reservorios, 

cultivos o ganado que pudiera haber en el predio para el año 

2008, época a la que debía referirse la valoración. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que para «efectos 

de cálculos y aplicación de metodologías de acuerdo a las 

normas legales vigentes, a las construcciones existentes que 

fueron verificadas al interior del predio Jesús del Río se les 

otorga una vetustez o una vida útil ya transcurrida de 15 años 

aproximadamente». 
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Una vez obtenido el valor a la fecha de realización del 

avalúo, dígase, para octubre de 2014, se utilizó el 

procedimiento de deflactación, consistente en que fijado 

aquel «a la fecha de realización del avalúo y con las ofertas 

investigadas lo que hacemos a continuación es a través del 

procedimiento de deflactación, llevar este valor obtenido…a 

octubre del 2008», para cuyo efecto se aplicó el «índice de 

precios al consumidor…deflactado hacia atrás ese valor…o 

sea esto es un valor depreciado de acuerdo con los índices que 

el DANE reporta como IPC». 

 

Con fundamento en todo lo visto, concluyó que el valor 

del terreno para octubre de 2014 ascendía a 

$5.269.615.140,49, en tanto que para octubre de 2008 

correspondería a $4.405.559.613,99; más $36.821.132 por 

concepto de construcciones levantadas en el terreno, para un 

total de $4.442.380.745,99.  

 

Este precio comercial, sería el vigente hasta el mismo 

mes del subsiguiente año 2009. 

 

5.2.2. Cotejadas las premisas normativas y 

jurisprudenciales que rigen la prueba pericial en la Ley 906 

de 2004, la Corte puede colegir, sin duda alguna, que en 

perspectiva objetiva el experto de la Fiscalía abundó en 

explicaciones en cuanto a los principios técnicos en los que 

fundamentó sus apreciaciones y análisis para fijar el avalúo 

comercial del predio “Jesús del Río” para el año 2008. 
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A la par, dio claridad de los métodos que empleó en las 

investigaciones y análisis relativos al caso, para plasmar 

tanto en la base de opinión, como en la experticia construida 

en el debate oral, las anotadas conclusiones, en particular, 

sobre el valor del inmueble. 

 

La intelección que el Tribunal consignó en el fallo 

impugnado acerca del mérito persuasivo positivo con que 

calificó el informe pericial, advierte la Corte, no logra ser 

infirmada o desvirtuada con los argumentos del impugnante. 

 

Si bien cuestionan aspectos relacionados con la 

metodología que sirvió de fundamento a las investigaciones y 

los análisis que el perito registró en la base de opinión y 

ratificó en la comentada declaración que rindió en el debate 

oral, no menos cierto es que, como lo asentó el ad quem, esas 

críticas carecen de respaldo en alguno de los medios 

legítimamente practicados por petición de las partes, en 

especial los de descargo que la defensa postuló en su 

momento. 

 

Para adecuada ilustración, véase que en la sentencia 

impugnada el juzgador colegiado destacó que los criterios 

técnicos definidos en la resolución 620 de 2008 del IGAC que 

el perito aplicó, por ejemplo, en punto de la demostración del 

valor promedio de la negociación de terrenos en la zona para 

el año 2008, no fueron refutados con la exhibición por parte 

de la defensa de ocho escrituras públicas de negociaciones 

que se denotaban dispersas y no daban real fe de la situación 

del predio concernido en este caso para esa época. 
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Añadió la autoridad de segunda instancia, sin 

refutación sustantiva en sede de impugnación especial, que 

esa documentación no podía ser usada como referente 

porque adolece de «un análisis objetivo y técnico, mediante el 

cual se corroboren los conceptos de negociabilidad, ubicación 

y tamaño, que permitan clasificarlos como datos aptos para 

aplicar el procesamiento estadístico de la homogenización de 

valores de mercado, respecto de la finca Jesús del Río».  

 

Ni menos aún que en relación con los predios a que 

corresponden esas escrituras, se diera a conocer «la 

clasificación de las zonas homogéneas geoeconómicas 

determinadas por el I.G.A.C., para de esta manera esclarecer 

si existía alguna similitud que hicieran esos terrenos 

comparables.» 

 

Tampoco demuestra el recurrente que la referencia a 

tales zonas en el área de Zambrano (Bolivar) fuera arbitraria 

o desatinada, puesto que el perito estaba sometido a tener en 

mente ese concepto por mandato de la comentada resolución 

620 de 2008, respecto de la cual no hay discusión de que era 

la que regía para la elaboración del avalúo comercial rural. 

 

En ese orden, el perito se basó en el mapa de las zonas 

homogéneas geoeconómicas del municipio de Zambrano 

emitido por el propio IGAC. 

 

Desde otro punto de apreciación objetiva de la prueba 

pericial, el Tribunal desestimó, tema que tampoco desvirtúa 
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el impugnante, que a pesar de que el mencionado municipio 

padeció la confrontación de diversos grupos armados al 

margen de la ley, el perito registró por vía inferencial la 

mejoría de las condiciones de orden público, lo que, añadió 

el ad quem era muy significativo si en cuenta se tenía que 

«una compañía con un balance negativo de ganancias -como 

Capital & Business-, se interesó en adquirir aquel predio pese 

al estado de abandono en que, según la defensa, se 

encontraba». 

 

Lo anterior, enfatizó el fallo impugnado, aparecía 

corroborado por las versiones como la de Hildelberto Martín 

Ávila Mejía, testigo de la defensa, quien reconoció que a pesar 

de que la zona padeció los efectos de la violencia, para la 

época de la negociación, finales de 2008, ya se encontraba en 

proceso de recuperación. 

 

Para cerrar este acápite, no es de recibo la afirmación 

del impugnante en el sentido de que la actualización 

catastral posterior que el IGAC hizo en 2014 de las zonas 

homogéneas de Zambrano (Bolívar), no podía proyectarse 

retroactivamente sin alterar el valor real del predio para 2008, 

lo que llevó a que el dictamen arrojara un valor ficticio del 

predio “Jesús del Río” alejado del contexto económico y social 

de la región en 2008. 

 

Este argumento desconoce que, tal y como narró el 

perito y lo refuerza la experiencia común, sin prueba en 

contrario, «el avalúo catastral que genera el Instituto Agustín 

Codazzi a través de sus estudios tiene una finalidad o una 
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destinación que es fiscal»; en tanto que el valor comercial se 

refiere al precio del bien en el mercado inmobiliario y «es un 

valor que siempre va a estar por encima del avalúo 

catastral…inclusive…se habla de que el avalúo catastral es 

un porcentaje o porción del avalúo comercial, por eso hablaba 

de su origen común». 

 

Aunque pueda afirmarse que el avalúo catastral y el 

comercial participan de ese origen común, no menos cierto 

es que en la tarea pericial de establecer el segundo de estos 

en el caso concreto, al tenor de la resolución 620 de 2008, el 

perito debía tener presente el primero en los términos y 

cuantía que el IGAC dispuso para las zonas homogéneas 

geoeconómicas de la aludida municipalidad. 

 

Cabe agregar que, en este evento, el perito avaluador 

analizó aspectos adicionales como la oferta y demanda del 

mercado, la ubicación, el estado de la propiedad y las 

características del entorno para establecer un valor que 

reflejara el precio del bien en el marco de una negociación 

comercial. 

 

Por todo lo expuesto, para la Corte es procedente 

ratificar el acierto de las apreciaciones y valoraciones 

explicadas por el ad quem acerca de la prueba pericial 

debatida. 

 

5.2.3. Descartadas las tesis defensivas como viene de 

exponerse en los párrafos previos, deviene consecuente la 

confirmación del fallo impugnado a partir de la corrección 



CUI 11001600000020150073001 

NÚMERO INTERNO 61098 

IMPUGNACIÓN ESPECIAL 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO 

66 

que encuentra en la sindéresis fáctica, normativa y 

probatoria que el Tribunal plasmó al decidir el recurso de 

alzada. 

 

Contra lo argüido por el recurrente, el análisis 

intrínseco y extrínseco realizado a la multiplicidad de medios 

de prueba practicados en el juicio oral, entraña indiscutible 

la razonabilidad del raciocinio judicial, prevalido de las 

presunciones de legalidad y acierto, no desvirtuadas con el 

disenso. 

 

La reconstrucción histórica de los hechos bajo 

juzgamiento fue con detalle y suficiencia explicada por el ad 

quem. 

 

El Tribunal reconstruyó, primero, el historial registral 

del inmueble “Jesús del Río”, integrado en una secuencia 

lógico- jurídica continua y coherente en la que se destacó que 

la dación en pago de la DNE a cargo de la administración de 

los bienes del FRISCO por conducto de su director CARLOS 

ALBORNOZ GUERRERO, a Capital & Business S.A. mediante 

escritura pública 3756 del 26 de enero de 2009, se realizó 

por valor de $2.372.507.410, el cual se declaró fijado por la 

Lonja Inmobiliaria de Bogotá, por mucho menor al avalúo 

comercial que, según se precisó con la prueba pericial vista 

ut supra, ascendió a $4.442.380.745,99 de 2008. 

 

Esa reconstrucción se apoyó en documentos oficiales 

que permiten afirmar, sin duda alguna, que el bien sí estuvo 

bajo administración estatal y que, por consiguiente, 
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cualquier detrimento al mismo afectaba directamente al 

patrimonio público. 

 

Así, teniendo en cuenta la Resolución 23 de 2006 de la 

DNE y el Decreto 1170 de 2008, quedó demostrado que el 

régimen aplicable a la negociación se debía sujetar a la 

expresión “podrá” del artículo 19 del Decreto 1170, ya en 

vigor para la fecha en que se materializó el traslado jurídico 

del bien, lo que implicaba que el director ALBORNOZ 

GUERRERO actuara con discrecionalidad reglada y no bajo 

la obligatoriedad que preveía la anterior reglamentación 

interna, de menor entidad jurídica, en todo caso. 

 

En adición, la cláusula sexta de la escritura 3756 de 

2009, enseña que existía claridad al respecto en el procesado 

pues se inscribió allí que «es potestativo de la Dirección 

Nacional de Estupefacientes proceder a ofrecer al acreedor a 

título de dación en pago el bien en cuestión». 

 

Esta combinación de interpretación normativa y prueba 

documental, no rebatida en la impugnación, revela que el 

funcionario era conocedor y reconoció expresamente la 

naturaleza facultativa de la dación en pago que asumía. 

 

Aunado a ello, es irrefutable que el avalúo de la Lonja 

no apareció, no quedó registro alguno de su contenido 

material, como quedó demostrado con la búsqueda 

exhaustiva llevada a cabo por la investigadora de policía 

judicial, la declaración del vicepresidente de la propia Lonja 

sobre la existencia de dos avalúos que nunca fueron 
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aportados, y la referencia a documentos inconsistentes que 

motivaron a la fiscalía a compulsar copias para investigar lo 

acontecido con el documento. 

 

En la escritura pública aludida, expresamente se afirmó 

que «la administración contrató con la Lonja Inmobiliaria de 

Bogotá D.C. el avalúo del inmueble…cuyo valor asciende a 

$2.372.507.410», lo que, se reitera, contrasta con la ausencia 

total del avalúo que se dice realizó esa institución. 

 

La Sala, con razón, infiere la falsedad a partir de un 

conjunto de hechos convergentes: ausencia del documento, 

contradicciones documentales, testimonios del presidente y 

vicepresidente de la Lonja, en especial; convergencia 

indiciaria que no decae ante la acreditación de misivas, 

memorandos e incluso una factura que trata de un supuesto 

avalúo corporativo que incluía otro bien inmueble, del que 

tampoco se obtuvo mayor información, en aras del debate. 

 

Sumado a lo visto, quedó decantado que el avalúo 

comercial presentado por el funcionario del CTI como prueba 

de la Fiscalía, no solo contaba con la idoneidad del perito, 

sino de la metodología utilizada para calcular el precio 

comercial del bien y por qué la retrotracción del valor al año 

2008 mediante IPC es técnicamente sólida y atendible como 

fórmula para establecer el valor pasado del predio “Jesús del 

Río”. 

 

Se añade que las objeciones de la defensa a la labor 

pericial carecen de respaldo en otros medios de conocimiento, 
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porque, por ejemplo, no se presentó otro perito capaz de 

controvertir técnicamente el informe del servidor del CTI. 

 

De manera que la obtención del documento público 

falso se acreditó y concatenó con el fraude procesal, porque 

la escritura 3756 contiene una afirmación falsa sobre la 

existencia del avalúo y esa escritura fue presentada ante la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de El Carmen 

de Bolívar que merced a la inducción en error llegó a inscribir 

un acto contrario a la ley mediante la expedición de un acto 

administrativo que ordenó la inscripción en el folio 

inmobiliario 062-6848 de la tradición del dominio por dación 

en pago a favor de Capital & Business S.A., razón social de 

la cual era socio Eduardo de Praga Benavides Guerrero, 

amigo personal del procesado CARLOS ALBORNOZ. 

 

Se agrega que el 10 de diciembre de 2007, Capital & 

Business S.A. negoció con la entidad financiera Banco 

Ganadero, la cesión del crédito hipotecario que afectaba al 

predio “Jesús del Río”, por cuantía de $1.200.000.000°°. 

 

El desmedro al erario se produjo con la conducta de 

ALBORNOZ GUERRERO porque tras ofrecer el predio “Jesús 

del Río”, al tercero de buena fe titular del crédito, Capital & 

Business S.A., se entregó el bien en dación en pago por un 

valor inferior al real. 

 

Ciertamente, la diferencia de restar $2.730.783.136, 

monto de la liquidación judicial del crédito a favor del tercero 

de buena fe, a $4.442.380.745,99, avalúo del CTI, es de 
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$1.711.597.609,99, monto de apropiación que es igual al 

remanente que no ingresó al FRISCO como se había 

dispuesto en la sentencia que declaró la extinción del derecho 

de dominio del bien “Jesús del Río” a favor del Estado. 

 

En aras del debate, aun cuando ha sido práctica común 

en las relaciones privadas en el mercado inmobiliario 

nacional hacer constar la tradición de bienes de esa 

naturaleza por valor menor al avalúo comercial de los 

mismos, sin que ello constituya, per sé, ilícito alguno, 

conviene precisar que en un evento dado la diferencia del 

precio no podría ser superior al 50% so pena de incurrir en 

lesión enorme, sumadas las implicaciones tributarias y/o 

fiscales que tal proceder tendría para quienes concurrieran 

en la suscripción del negocio. 

 

No obstante, en tratándose de negociaciones que 

involucren bienes del Estado, como en este evento ha 

acontecido, no solo no resulta admisible esa figura por el 

desmedro que de por sí representaría para el tesoro público, 

dígase, sino que en este caso concreto, ese método fue usado 

como medio para configurar precisamente, la conducta ilícita 

de peculado. 

 

Añádase en este punto que en el asunto examinado se 

establecieron las relaciones entre los actores privados y el 

servidor de la DNE, no refutadas y en cambio aceptadas por 

la defensa, a partir de lo cual se infirió el beneficio indebido 

para aquellos en tanto José Antonio Mutis Perdomo fue 

depositario provisional del bien, al tiempo que también era 
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socio de la firma Capital & Business S.A., y confirió poder a 

Eduardo José Benavides, un hijo de su socio Benavides 

Guerrero, para recibir el bien. 

 

Todos ellos, más Mario Hernando Román Calderón, en 

enero de 2009, constituyeron la sociedad Inveragricol S.A., a 

la cual Capital & Business S.A. transfirió el dominio total del 

bien por $1.200.000.000°°, que tiempo después fue liquidada 

distribuyéndose entre los socios y en distintas proporciones 

el único bien que constituía el activo social: la finca “Jesús 

del Río”. 

 

A lo visto se suma que Blanca Bernal Mahe, esposa de 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO, conforme se 

acreditó con la prueba testimonial, tuvo participación en 

actividades agroindustriales desarrolladas, en la zona y para 

la época, por la razón social Grupo Empresarial Montes de 

María S.A. de la que era socio “Benavides”, se entiende 

Eduardo de Praga Benavides Guerrero. 

 

Esta red, aunque no es presentada como prueba directa, 

si denota un contexto que refuerza la inferencia de interés 

indebido en la celebración del pacto de dación en pago que a 

la postre benefició, entre otros, al último mencionado, amigo 

del procesado ALBORNOZ GUERRERO. 

 

La coherencia narrativa que se presenta en la sentencia 

de condena emitida por el Tribunal, revela un proceso 

continuo que comienza con la extinción de dominio del bien 

“Jesús del Río”, su ingreso al FRISCO, la negociación del 
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crédito hipotecario con el acreedor, la dación en pago a favor 

del cesionario, la inexistencia del avalúo comercial del bien y 

la subvaloración del mismo que dio lugar a que el remanente 

de ese crédito no acreciera al fondo oficial, para culminar con 

la transferencia a otra de las sociedades vinculadas con los 

actores de la negociación. 

 

La participación en esos sucesos de CARLOS 

SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO, conforme lo puso de 

presente el ad quem, se tiene en calidad de autor, con 

conocimiento y voluntad, porque tuvo dominio del hecho 

desde cuando asumió consignar información falsa respecto 

del valor del bien, hasta que se consolidaron los registros de 

la dación en pago y la subsiguiente tradición de este a una 

tercera sociedad, en perjuicio del erario y en provecho propio 

y de terceros.  

 

6. Consecuente con las precedentes consideraciones, la 

Corte no advierte desacierto en los razonamientos y 

conclusiones expuestos por el ad quem en función del 

estándar de prueba para condenar exigido por el artículo 381 

de la Ley 906 de 2004. 

 

En cambio, en garantía de la doble conformidad judicial, 

encuentra legítima y acertada la decisión de condena emitida 

por primera vez en segunda instancia, por todo lo cual la 

confirmará. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA DE CASACIÓN 

PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 
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administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

1. Negar, por las razones explicadas, las solicitudes de 

nulidad y exclusión probatoria presentadas por el recurrente.   

 

2. Confirmar la sentencia proferida por la Sala Penal 

del Tribunal Superior de Bogotá el 30 de junio de 2021, por 

cuyo medio condenó por primera vez en segunda instancia a 

CARLOS SALVADOR ALBORNOZ GUERRERO como autor 

responsable de las conductas punibles de peculado por 

apropiación, fraude procesal, interés indebido en la 

celebración de contratos y obtención de documento público 

falso. 

 

3. Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 


